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Presentación

L a pandemia ha visibilizado y profundizado aún más las grandes brechas y desigual-
dades sociales, así como las debilidades estructurales e institucionales del Perú. A 
200 años de su independencia, los viejos y graves problemas del país persisten. Sin 
embargo, el bicentenario y el proceso electoral del 2021 son una oportunidad para 

discutir los temas clave y más urgentes que deberá priorizar el nuevo gobierno, como la 
atención a la crisis sanitaria y la reactivación económica.

En este marco, seis instituciones de la academia y la sociedad civil peruana ―el Con-
sorcio de Investigación Económica y Social, la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de 
la Pontificia Universidad Católica del Perú, el Instituto de Estudios Peruanos, la Asociación 
Civil Transparencia, el Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico e IDEA Inter-
nacional― han sumado esfuerzos y organizado el proyecto Perú Debate 2021: propuestas 
hacia un mejor gobierno.

Esta iniciativa tiene como objetivos fortalecer la capacidad de los partidos políticos 
para diseñar planes de gobierno, elevar el nivel del debate electoral y aportar evidencia 
y propuestas de política a las autoridades electas para el periodo 2021–2026. Como par-
te del proyecto, se han elaborado 20 documentos de política agrupados en cuatro ejes 
temáticos: (i) reforma del Estado y gestión pública, (ii) políticas sociales, (iii) desarrollo 
productivo y empleo y (iv) desarrollo y ambiente.

Cada documento de política incluye un diagnóstico, opciones de política, recomenda-
ciones para la implementación de la política propuesta y una hoja de ruta para el próximo 
gobierno con horizontes a 100 días, un año y cinco años de gestión. Todo ello se pone a 
disposición de los partidos políticos, los candidatos a la Presidencia y al Congreso de la 
República, los medios de comunicación, la sociedad civil y la ciudadanía en general.

Finalmente, este esfuerzo no hubiera sido posible sin el apoyo de nuestros cuatro alia-
dos estratégicos y 11 auspiciadores, a quienes agradecemos por su compromiso con la 
gobernabilidad democrática y el desarrollo sostenible del Perú.

Javier Portocarrero, Martín Tanaka, Cecilia Blondet
Ivan Lanegra, Gustavo Yamada y Percy Medina

Comité de coordinación
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Antecedentes

E n el marco de los proyectos Perú Debate 2021: propuestas hacia un mejor gobierno 
―organizado por el Consorcio de Investigación Económica y Social, la Escuela de 
Gobierno y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica del Perú, el Insti-
tuto de Estudios Peruanos, la Asociación Civil Transparencia, el Centro de Investi-

gación de la Universidad del Pacífico e IDEA Internacional― y Las empresas con propósito 
y la regulación del cuarto sector en Iberoamérica ―auspiciado por la Secretaría General 
Iberoamericana (SEGIB), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el 
International Development Research Centre (IDRC) de Canadá―, se encargó a los autores 
la elaboración de un documento de política referido al eje temático sobre desarrollo pro-
ductivo y empleo.

El proyecto Perú Debate 2021 tiene como objetivos fortalecer la capacidad de los parti-
dos políticos para diseñar planes de gobierno, elevar el nivel del debate electoral y brindar 
evidencia y propuestas de política a las autoridades electas para el periodo 2021–2026. La 
intención es fomentar que los partidos, los medios de comunicación y la sociedad civil se 
involucren más en la discusión programática de propuestas de política. Por otro lado, el 
proyecto de la SEGIB es parte de la iniciativa internacional denominada El Cuarto Sector 
para Iberoamérica. Tiene como meta asistir a 22 gobiernos iberoamericanos en la crea-
ción de marcos regulatorios y ecosistemas económicos, que reconozcan e impulsen a 
las empresas y nuevas formas de negocio decididas a combinar el éxito financiero con el 
impacto social y ambiental.

Teniendo en cuenta la coordinación entre las instituciones involucradas, así como los 
objetivos compartidos y términos de referencia comunes, el presente documento de po-
lítica busca identificar, priorizar y construir propuestas con enfoque de derechos y cie-
rre de brechas sociales, que respondan a la necesidad de analizar el estado regulatorio 
de las empresas con propósito social y ambiental en el ordenamiento peruano. El fin es 
aportar a los planes de gobierno de los partidos políticos, al debate electoral y al diseño 
de políticas públicas de las nuevas autoridades en el periodo 2021-2026, considerando los 
efectos de mediano plazo de la COVID-19 e incluyendo medidas de control y mitigación que 
puedan ser implementadas en los próximos años.
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Empresas con propósito 
social y ambiental*

Una crisis sin precedentes ha azotado este 2020 y 2021 al Perú y al mundo 
entero. La pandemia de COVID-19 ha obligado a los Estados a reestructurar 

sus sistemas de salud, su economía y la forma de gestionar todas las actividades públi-
cas y privadas. El desafío es mayor de cara a las nuevas elecciones presidenciales y con-
gresales del 2021, justo en el año del bicentenario de nuestra independencia. 

¿Es posible desarrollar políticas públicas para promover el denominado cuarto sector de 
la economía? Este breve ensayo afirma que están dadas las condiciones para innovar y 
promover nuevas formas de hacer empresa con una visión integradora y unir los tradicio-
nales cabos sueltos del desarrollo: economía-sociedad-empresas-ambiente-desarrollo 
sostenible. Propone también la consolidación legal y real de la denominada “sociedad de 
beneficio e interés colectivo” (sociedad BIC) como una categoría adicional de las perso-
nas jurídicas reguladas por la Ley General de Sociedades. Las empresas o sociedades BIC 
son aquellas que se proponen resolver problemas sociales y ambientales para la comu-
nidad, ciudad, región o país en donde operan y, al mismo tiempo, generar una rentabilidad 
para sus accionistas. 

Durante el último trimestre del 2020, el Congreso de la República aprobó la Ley N.º 31072, 
denominada Ley de la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo. El Poder Ejecutivo la pro-
mulgó y  publicó el 24 de noviembre de 2020. Luego, en febrero de 2021, expidió el DS N.º 
004-2021-PRODUCE, que aprueba su reglamento. A su vez, SUNARP expidió directivas a los 
registradores públicos, y PRODUCE y MINAM están por hacer lo mismo para que los empren-
dedores cuenten con los instrumentos para adaptarse a la nueva categoría societaria, ser 
reconocidos y operar como empresa BIC. A la fecha de esta publicación, quienes volunta-
riamente decidan ser una empresa BIC deberán definir, en su estatuto, el propósito social 
y ambiental asociado a su actividad económica y adecuarse a la nueva legislación para, de 
esta manera, ingresar al mundo de las empresas con propósito social y ambiental, sector 
que seguramente será objeto de políticas públicas que promuevan su desarrollo en el país.

Las sociedades BIC pueden cumplir un rol estratégico para alcanzar los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS), así como para lograr un régimen económico más resiliente que in-
tegre estándares de calidad ambiental e inclusión social, y fortalecer el sistema de salud 
para asegurar el bienestar de todos los ciudadanos (economía de bienestar).

PALABRAS CLAVE: Ley BIC, sociedad BIC, beneficio 

e interés colectivo, cuarto sector, empresas 

con propósito, sostenibilidad

RESUMEN
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*	 Nota de los autores: Debido a la reciente aprobación y promulgación de la Ley de la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo (octubre-no-
viembre de 2020) así como la publicación de su reglamento (febrero de 2021), se tuvo que adecuar el texto de este documento. No se ha 
podido incluir en el contexto el grave impacto sociopolítico de la vacancia del presidente Martín Vizcarra, aprobada por el Congreso de la 
República el 9 de noviembre de 2020, ni reflexiones sobre el desempeño del presidente Francisco Sagasti.



Diagnóstico de
la situación actual
La coyuntura nacional

E n julio del 2021, el Perú conmemora los 200 años de independencia, para lo cual 
se vienen desplegando una serie de iniciativas, entre las que destaca el Proyecto 
Bicentenario. Dicho proyecto permite “imaginar, hacer y celebrar el país que que-
remos ser [...] y forjar una nueva ciudadanía preparada para afrontar los desafíos 

de este siglo” (Gobierno del Perú, 2020). Su implementación coincide también con la grave 
crisis generada por la pandemia de COVID-19, así como con la realización de un proceso 
electoral en abril de 2021, que renovará tanto las autoridades del Poder Ejecutivo como los 
congresistas del Poder Legislativo, ambos con funciones hasta el 2026.

Esta coyuntura pone a prueba nuestra capacidad de elegir los mejores líderes para con-
ducir a la nación hacia objetivos de corto, mediano y largo plazo, cuya prioridad sea el cuidado 
de la vida y salud de la población, y al mismo tiempo, mitigar las secuelas socioeconómicas, 
ambientales y políticas de la pandemia que afecta gravemente al país y a toda la humanidad.

Es evidente que las decisiones adoptadas en el contexto de la COVID-191 para reanimar y 
dinamizar la economía han afectado las reservas nacionales y la recaudación tributaria, las 
cuales se han visto menguadas luego de la implementación de los programas de apoyo a las 
empresas2 y la población en general,3 así como por 
la paralización de varios sectores de la economía 
(MEF, 2020b). En el Perú, como en muchos otros paí-
ses, es muy probable que las inversiones públicas 
y privadas ―en el marco de la reactivación eco-
nómica― puedan significar un relajamiento de las 
normas de prevención ambiental, consulta y parti-
cipación ciudadana, y por lo mismo, un retroceso 
en el desarrollo sostenible del país, lo cual afec-
tará más nuestra resiliencia ante tiempos futuros 
sumamente difíciles.4

A pesar de las dificultades expuestas, existe 
un claro llamado desde la ciudadanía y algunos 
líderes políticos para revisar los errores de ges-
tión pública cometidos y plantear reformas que 
nos conduzcan hacia un desarrollo más inclusivo 
y duradero, enmarcado en el cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) aprobados por las Naciones Unidas en 2015. De 
hecho, Klaus Schwab, fundador y presidente ejecutivo del Foro Económico Mundial (FEM), 
señala que “si no se abordan, estas crisis, sumadas a la COVID-19, se intensificarán y harán 
que el mundo sea aún menos sostenible, menos equitativo y más frágil. Para evitar este 

1	 En marzo del 2020, se declaró el estado de emergencia nacional por el brote de COVID-19 (Decreto Supremo N.º 044-2020-PCM), así como 
el estado de emergencia sanitaria, que supuso el dictado de medidas de prevención y control del mencionado virus (Decreto Supremo N.º 
008-2020-SA). 

2	 El programa Reactiva Perú fue creado mediante Decreto Legislativo N.º 1455. Su objetivo es garantizar el financiamiento de la reposición de 
los fondos de capital de trabajo de empresas que enfrentan pagos y obligaciones de corto plazo con sus trabajadores y proveedores de 
bienes y servicios, a través de un mecanismo que otorgue la garantía del gobierno nacional a los créditos en moneda nacional que sean 
colocados por las empresas del sistema financiero. Ver Ministerio de Economía y Finanzas (2020a). 

3	 Por ejemplo, el bono denominado “Yo me quedo en casa”, que se otorga como subsidio monetario en el marco de la emergencia sanitaria 
por COVID-19. Fue aprobado mediante Decreto de Urgencia N.º 052-2020. 

4	 Los Principios para un Futuro Sostenible de América Latina, en Tiempos de Pandemia y Crisis Planetaria, suscritos por líderes de distintas 
instituciones latinoamericanas, son un claro ejemplo de las preocupaciones y soluciones que resuenan a propósito de la reestructura-
ción o reactivación, no solamente de la economía sino de nuestra humanidad. Más información en WWF (2020). 

Existe un claro llamado desde 
la ciudadanía y algunos líderes 
políticos para revisar los errores 
de gestión pública cometidos 
y plantear reformas que nos 
conduzcan hacia un desarrollo más 
inclusivo y duradero, enmarcado en 
el cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible.
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escenario, no bastará con medidas graduales y soluciones ad hoc. Debemos forjar ci-
mientos completamente nuevos sobre los que sustentar nuestros sistemas económicos 
y sociales” (Schwab, 2020). 

El ecosistema emprendedor social peruano5 incluye una serie de organizaciones pri-
vadas, como las asociaciones sin fines de lucro, fundaciones, cooperativas,6 las deno-
minadas “empresas sociales”, así como las iniciativas financiadas desde algunas empre-
sas pero ejecutadas por terceros que, normalmente, son las entidades sin fines de lucro 
antes mencionadas. Revisando el mencionado ecosistema, se advierte la existencia de 
distintos enfoques y formas de actuación de los emprendedores sociales, y también es 
palpable la necesidad de organizar y promover desde la legislación y las políticas públicas 
el crecimiento del denominado “cuarto sector”.7 

Al mismo tiempo, desde el sector privado han surgido iniciativas que apuestan por asig-
narle un nuevo rol a los negocios y aprovechar la capacidad de las empresas para gene-
rar ―junto a resultados económicos― valor social y ambiental. Por ejemplo, Imperative 
218 propone redefinir el sentido del capitalismo para 
lograr un sistema económico inclusivo, equitativo 
y regenerativo para todos los seres humanos y el 
planeta. Se trata de un llamado desde el empresa-
riado a repensar (reset) los valores sobre los que se 
sustentan los negocios y la asignación de respon-
sabilidades que permitan el bienestar de todos. De 
igual manera, la cooperación técnica internacional 
ha generado espacios para fomentar el compromiso 
de líderes empresariales hacia la sostenibilidad cor-
porativa, de forma conjunta con los gobiernos para 
alcanzar los ODS. Este es el caso de las iniciativas y 
programas que lidera el Pacto Mundial de la ONU, el 
cual bajo la lógica de 10 principios9 invoca al empre-
sariado a, entre otros puntos, apoyar y respetar la 
protección de derechos humanos declarados inter-
nacionalmente, fomentar planteamientos preventi-
vos con respecto a los desafíos ambientales, llevar 
a cabo iniciativas para promover una mayor respon-
sabilidad ambiental, así como desarrollar y difundir 
tecnologías respetuosas con el medio ambiente.

No obstante, la cultura jurídica asociada a los emprendimientos sociales desde el sec-
tor privado, y la propia legislación vigente en el Perú y otros países, transita una atmósfera 
ambigua definida por estructuras legales diseñadas en el siglo XIX. Estas no han sido ac-
tualizadas o repensadas por el Estado para abordar las necesidades e intereses actuales. 
En ese sentido, se requiere liderazgo para el diseño de una estructura societaria moder-
na, que promueva mayor visibilidad e incidencia de la actividad privada para aportar al 
bien común y, por lo tanto, generar mercados y un ecosistema que propicie el crecimiento 

5	 El desarrollo del concepto de ecosistema emprendedor social peruano se puede encontrar en Vera et al. (2016, pp. 344-347).
6	 Las cooperativas tienen un régimen especial legal (Ley General de Cooperativas, Decreto Legislativo N.º 85 y texto único ordenado de la 

mencionada ley, Decreto Supremo N.º 074-90-TR). Son personas jurídicas sin fines de lucro que agrupan varias personas con la finalidad de 
realizar una actividad empresarial a partir de la cooperación de sus socios, quienes tienen como meta beneficiarse en forma directa. 

7	 El denominado “cuarto sector” de la economía surge de la intersección de los tres sectores tradicionales (público, privado y sin ánimo 
de lucro), integrándose en el objetivo común de generar bienes sociales y ambientales. “Su característica principal […] es que integran 
acciones en su modelo de negocio para crear impactos positivos en la sociedad y el medio ambiente y al mismo tiempo una rentabilidad 
económica”. De aquí proviene la expresión de empresas de triple propósito (Center for the Governance of the Change, 2019, p. 14). 

8	 www.imperative21.co 
9	 Sobre los 10 principios del Pacto Global de las Naciones Unidas que deben seguir las empresas, se pueden resaltar los siguientes: (i) apoyar 

y respetar la protección de derechos humanos declarados internacionalmente; (ii) asegurarse de no ser partícipes de vulneraciones de 
derechos humanos; (iii) defender la libertad de asociación y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; (iv) defen-
der la eliminación de todas las formas de trabajo forzado u obligatorio; (v) defender la abolición efectiva de la mano de obra infantil; (vi) 
defender la eliminación de la discriminación con respecto al empleo y la ocupación; (vii) apoyar un planteamiento preventivo con respecto 
a los desafíos ambientales; (viii) llevar a cabo iniciativas para fomentar una mayor responsabilidad ambiental; (ix) promover el desarrollo y 
la difusión de tecnologías respetuosas con el medio ambiente; (x) trabajar contra la corrupción en todas sus formas, como la extorsión y 
el soborno.

Desde el sector privado 
han surgido iniciativas 
que apuestan por 
asignarle un nuevo 
rol a los negocios 
y aprovechar la 
capacidad de las 
empresas para 
generar valor social y 
ambiental.
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y afianzamiento de aquellas empresas con propósito social y ambiental (Center for the 
Governance of the Change, 2019).

 En este breve ensayo, explicaremos la conveniencia de ofrecer un instrumento legal 
apropiado para dar identidad y ampliar el ámbito de los emprendedores sociales. Se bus-
ca incluir a nuevos actores, capaces de multiplicar la generación de bienes y servicios 
públicos desde el sector privado, así como definir el perfil, características y condiciones 
que sustentan la constitución y desarrollo de empresas con propósito social y ambiental. 
Se trata de ofrecer una partida de nacimiento legal a aquellas empresas que incorporan 
―en su objeto social, en sus planes de inversión y en sus distintos órganos de gestión― 
metas medibles, tanto económicas como sociales y ambientales, alineadas entre sí a par-
tir de una visión integral de sus potencialidades, del lugar o ecosistema en donde operan 
y de las necesidades de los trabajadores, consumidores y comunidades con las que in-
teractúan. En síntesis, se trata de crear una estructura societaria que permita organizar 
la actividad empresarial con énfasis en el cuidado de lo que en español denominamos 
“partes interesadas” y en inglés “stakeholders”.

La institucionalidad nacional 

El respaldo institucional que reciben los emprendedores, en su ardua labor de acompa-
ñamiento al Estado peruano en la generación de bienes y servicios públicos para el cum-
plimiento de los ODS y otros compromisos internacionales, está en una fase inicial, con 
enorme potencial de impacto. No obstante, aún no llega a mover el amperímetro de la in-
versión que requieren los distintos sectores. En efecto, en la última década, se aprobaron 
algunas políticas públicas, en distintos niveles de gobierno, que permiten generar ciertas 
alianzas con el sector privado para cumplir objetivos nacionales priorizados.

Probablemente, el Acuerdo Nacional sea la piedra angular que orienta y, a su vez, congre-
ga voces políticas para consolidar el Pacto Perú propuesto por el presidente Vizcarra el 28 
de julio del 2020, en concordancia con las políticas de Estado, la Visión del Perú al 2050, el Plan 
Nacional de Competitividad y Productividad, entre otras iniciativas, que sustentan los crite-
rios para la planificación macro del país. El Pacto Perú sería un acuerdo político consensua-
do, donde destacan la promoción del crecimiento económico sostenible y la lucha contra la 
pobreza. Sin embargo, esta iniciativa nos remite en verdad al Plan Nacional de Competitividad 
y Productividad 2019-2030,10 que plantea tres desafíos claros: (i) construir un ecosistema de 
inversión atractivo para emprendimientos formales y productivos; (ii) integrar y diversificar 
la economía peruana; (iii) promover un crecimiento económico más inclusivo y sostenible.

Destacamos del mencionado plan dos objetivos prioritarios (OP), los OP 6 (ambiente de 
negocios) y OP 9 (sostenibilidad ambiental). En estos se incluyen las siguientes medidas de 
política (MP):

●	 MP 6.4: Desarrollo y ejecución del régimen especial de compras a MYPErú. Consiste 
en impulsar la ejecución de un régimen permanente especial de adquisiciones de bie-
nes del Estado a las MIPYME,11 que priorice la calidad y la sostenibilidad ambiental de los 

10	 Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 237-2019-EF. 
11	 El acrónimo se refiere a la micro, pequeña y mediana empresa (MIPYME) que actualmente cuenta con un fondo creado mediante la Ley 

N.° 30230. Se han establecido medidas tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la promoción y dinamización de la 
inversión en el país, mediante el fortalecimiento productivo de las mencionadas empresas. 

En este breve ensayo, explicaremos la conveniencia de 
ofrecer un instrumento legal apropiado para dar identidad 
y ampliar el ámbito de los emprendedores sociales.
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bienes y servicios ofertados. Ello permitiría abrir un enorme portafolio de oportunida-
des para las empresas con propósito social y ambiental, incluyendo la identificación 
de nuevos actores y postores del cuarto sector, capaces de trabajar en alianza con las 
entidades del Poder Ejecutivo y gobiernos regionales. 

●	 MP 6.7: Estándares de calidad y sostenibilidad ambiental en compras públicas. Per-
mitirá la inserción de los emprendedores con propósito, en particular las MIPYME, en 
espacios de comercio que valoran la aplicación de criterios de calidad, incluyendo 
estándares de calidad ambiental en el catálogo de bienes y servicios considerados 
ambientalmente sostenibles. 

●	 MP 9.1: Estrategia de financiamiento de medidas frente al cambio climático. Gene-
ra un aliciente para que los sectores del Estado peruano incluyan, en la planificación 
financiera, al sector privado en medidas relacionadas a la mitigación del cambio cli-
mático para la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) en 20% 
hacia el 2030.

●	 MP 9.3: Economía circular y acuerdos de producción limpia en los sectores indus-
tria, pesca y agricultura. Brinda un enfoque de alianzas estratégicas para lograr el uso 
eficiente de los materiales y la gestión de residuos sólidos. Lo anterior no solamente 
permite la reducción de emisiones de GEI, sino que además promueve la articulación 
con los “agentes económicos privados para que adecúen progresivamente el mode-
lo lineal de producción ―predominante en el sector productivo peruano― hacia un 
modelo de producción cíclico para la extracción, transformación, distribución, uso y 
recuperación de los materiales, eficiencia energética […]”.12 

No obstante, el reto es cómo concretar y avanzar en la consecución de estos objeti-
vos en el contexto actual; asimismo, definir en qué medida el ecosistema emprendedor 
peruano puede impulsarse mediante la aprobación de legislación y políticas públicas que 
estimulen y aprovechen tendencias del mercado asociadas a consumidores, proveedo-
res de recursos financieros, inversionistas de todo tipo, etc., cada vez más conscientes 
de su responsabilidad y el de las empresas frente a la sostenibilidad social y ambiental.13 

El contexto jurídico peruano 

Como se mencionó al inicio del diagnóstico, la coyuntura socioeconómica y sanitaria glo-
bal debería acelerar el diseño y aprobación de un marco legal que permita identificar a los 
emprendedores del cuarto sector. En efecto, en la mayoría de los países iberoamerica-
nos, “las empresas con propósito carecen de un marco jurídico específico que contemple 
su naturaleza híbrida […] y deben operar en un sistema que separa a las empresas con áni-
mo de lucro de las entidades con voluntad de impacto. Esto las obliga a adoptar bicefalias 
y duplicidades innecesarias” (Center for the Governance of the Change, 2019). Sin perjuicio 
de ello, la Constitución (en su artículo 59),14 el Código Civil y la Ley General de Sociedades 
(LGS) permiten a las empresas adoptar estrategias y acuerdos para dar los primeros pasos 
hacia un modelo económico más justo y sostenible. Es posible, por ejemplo:

12	 Plan Nacional de Competitividad y Productividad, sección III Medidas por objetivo prioritario, OP 9. 
13	 Dicho artículo “reconoce que el derecho a la libertad de empresa está garantizando a todas las personas una libertad de decisión no solo 

para crear empresas (libertad de fundación de una empresa) y, por tanto, para actuar en el mercado (libertad de acceso al mercado), sino 
también para establecer los propios objetivos de la empresa (libertad de organización del empresario) y dirigir y planificar su actividad 
(libertad de dirección de la empresa) en atención a sus recursos y a las condiciones del propio mercado, así como la libertad de cesación 
o de salida del mercado”. Ver: Fundamento 9 de la Sentencia del Tribunal Constitucional 3116-2009-PA (Tribunal Constitucional, 2009).

14	 Por ejemplo, oferta de productos que garantizan que parte del precio se destinará a fines como: (i) el acceso al agua; (ii) la reforestación y 
recuperación de áreas degradadas; (iii) cuidado de la salud de beneficiarios específicos o la no crueldad contra los animales; (iv) la reduc-
ción de la deforestación y degradación forestal; (v) el comercio justo. Se trata de modelos de negocio de impacto, cuyos ingresos tienen 
relación directa con un impacto positivo. A mayor venta, mayor el beneficio social y ambiental. En Perú, los casos de Shiwi, Pausa y Sinba 
son muestras del compromiso empresarial con temas ambientales que generan cambios plausibles y escalables. Shiwi (https://shiwi.pe/) 
comercializa productos que se generan gracias a acciones de conservación en la selva peruana, las cuales permiten mantener el bosque 
en pie e incrementar su valor. Pausa (https://pausa.la/es) fomenta el turismo responsable que prioriza la experiencia en comunidad, la 
naturaleza y los proyectos sostenibles, a través de la venta de paquetes turísticos. Sinba (https://sinba.pe/) basa su modelo de negocio 
en la gestión de residuos sólidos de restaurantes con miras a reducir la emisión de gases de efecto invernadero. Hay muchas empresas 
de este tipo operando actualmente en el mercado.
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●	 La constitución de sociedades o empresas que en sus estatutos consideren o priori-
cen el cumplimiento de uno o más propósitos sociales y ambientales específicos.

●	 Acuerdos de accionistas de las empresas para destinar parte de sus ingresos y/o uti-
lidades al apoyo de algún fin ambiental o social, sea directamente o vía donación/con-
tratación a terceros, en alianza con alguna persona natural o jurídica (por ejemplo, 
asociación civil, fundación y/o cooperativa).

●	 Fundaciones y asociaciones civiles sin fines de lucro que desarrollen actividades eco-
nómicas para generar ingresos o rentas que serán invertidos en la consecución de sus 
objetivos y fines institucionales.

●	 El desarrollo de diversas estrategias de responsabilidad social empresarial, incor-
poración de criterios y estándares de gestión basados en principios de la economía 
circular, comercio justo o ecoeficiencia, tanto al interior de la empresa como en la 
cadena de suministro y clientes, empleados, inversores, consumidores; en suma, sus 
partes interesadas o stakeholders. 

En todos estos casos de emprendimientos sociales y ambientales, directos e indirec-
tos, el marco jurídico está plagado de obstáculos o vacíos que impiden o dificultan el cum-
plimiento del propósito social o ambiental de una empresa o asociación sin fines de lucro, 
como si el mercado estuviera dividido en dos mundos diferentes desconectados entre sí. 
El hecho es que la cultura jurídica de los propios gremios empresariales, firmas de aboga-
dos, notarios y autoridades registrales no ha internalizado la posibilidad de que las empre-
sas puedan cumplir roles o tengan metas distintas a la rentabilidad. Este hecho incluye a 
las autoridades fiscales, como la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administra-
ción Tributaria (SUNAT), que por ejemplo pretende aplicar a las asociaciones sin fines de 
lucro (impedidas legalmente de distribuir sus “ganancias” o superávits entre sus asocia-
dos) los mismos criterios que a las empresas o sociedades comerciales que, obviamente, 
generan rentas gravables y sí pueden acordar el pago de dividendos a sus accionistas o 
socios. Sin duda, la SUNAT no permite a entidades sin fines de lucro realizar actividades 
económicas consideradas exclusivas de las empresas y tampoco permite a las empresas 
acreditar gastos en sus balances destinados a fines sociales y ambientales. Se contribuye 
así a la construcción de muros entre unas y otras actividades, que impiden el desarrollo del 
emprendimiento social y ambiental del país. 

Poco a poco, se ha ido flexibilizando la aplicación de esta visión desintegradora, por 
ejemplo, permitiéndose que ciertos gastos de las empresas ―asociados a sus estudios 
de impacto ambiental y al cumplimiento de sus compromisos con la comunidad local en la 
que operan― puedan considerarse gastos normales de su operación y generación de valor. 
Volveremos más adelante sobre ello, profundizando en algunas propuestas de soluciones.

La situación puede superarse si se promovieran vehículos o instrumentos legales que 
reconocieran los intereses de los emprendedores sociales; es decir, la consolidación del 
cuarto sector mediante políticas públicas destinadas a su identificación y promoción. En 
ese sentido, resulta oportuno el desarrollo del mencionado sector, ofreciendo oportu-
nidades concretas para emprendedores y empresarios, sobre todo cuando lo anterior 
genera espacios de diálogo y reconocimiento con operadores de política pública en el 
país, que pueden consolidar el trabajo con empresas con propósito social y ambiental.

Si bien las medidas promovidas por el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) para mi-
tigar la emergencia generada por la COVID-19 han permitido dar un respiro al sector em-
presarial, estas se han focalizado, principalmente, en (i) el subsidio al pago de planillas, (ii) 
aplazamiento de depósitos de compensación por tiempos de servicios, (iii) créditos del 
programa Reactiva Perú, (iv) prórroga y pago fraccionado de impuestos. Lo anterior es un 
buen inicio; sin embargo, las políticas públicas para la recuperación económica deben ser 
más ambiciosas e integradoras. 

En tiempos de crisis, siempre es posible innovar. En la región y el mundo, se propone 
una nueva forma de reactivar la economía. Por ejemplo, el grupo impulsor de los Principios 

11DESARROLLO PRODUCTIVO  Y E MP LEO



para un Futuro Sostenible de América Latina, en Tiempos de Pandemia y Crisis Planetaria 
declara que “las decisiones sobre los planes de estímulo económico en las estrategias de 
salida de la crisis generada por esta pandemia son definitorias. Es necesario asegurar que 
fortalezcan nuestra capacidad de resiliencia, restauren los sistemas naturales y aceleren 
la transición hacia una economía del bienestar y no solo del crecimiento” (Kakatbase et 
al., 2020). Sin duda, los programas sectoriales que el Estado desarrolle de cara a la crisis 
económica y la COVID-19 podrían poner a prueba, por ejemplo, instrumentos ―ensaya-
dos en varios países― de compras públicas sostenibles, para convocar e impulsar a los 
agentes del ecosistema emprendedor social y ambiental. Ello, con seguridad, representa-
rá un avance importante en el esfuerzo por consolidar el incipiente cuarto sector del país.

12DESARROLLO PRODUCTIVO  Y E MP LEO



15	 Congreso de la República (2018). 

C omo referimos en la sección anterior, el marco regulatorio peruano no reconocía 
a las empresas con propósito social y ambiental, sin que ello signifique que las 
prohibiera. Creemos que es el momento de consolidar su identidad legal y poten-
ciar así su impacto positivo en la economía, la sociedad y el cuidado de nuestros 

valiosos ecosistemas. 

Este fue precisamente el objeto del Proyecto de Ley N.° 2533/2017-CR, denominado “Pro-
yecto de Ley que Regula las Sociedades de Beneficio e Interés Colectivo (Proyecto de Ley 
BIC)”.15 Este inició su periplo parlamentario en marzo del 2018 por iniciativa del congresista 
Alberto de Belaunde, apoyado por académicos y emprendedores sociales y ambientales. 
Su aprobación por unanimidad en la Comisión de Economía, Banca, Finanzas e Inteligen-
cia Financiera, y posteriormente (también por unanimidad) en la Comisión de Justicia y 
Derechos Humanos, ha sido un hito significativo para el desarrollo de estructuras legales 
que reconozcan las empresas con propósito social y ambiental. Dicho reconocimiento se 
generó a propósito de opiniones institucionales del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos (MINJUS), MEF, Banco Central de Reserva, Ministerio de Comercio Exterior y Turismo 
(MINCETUR), Ministerio de la Producción (PRODUCE), Defensoría del Pueblo y la Superinten-
dencia de Banca, Seguros y AFP (SBS), además de entidades del sector privado.

Afortunadamente, en octubre de 2020, se apro-
bó el Proyecto de Ley BIC en el Pleno del Congreso 
de la República, creándose la sociedad de benefi-
cio e interés colectivo como una nueva categoría 
societaria en el marco de la LGS. La nueva adminis-
tración del presidente Francisco Sagasti la promul-
gó sin observaciones. Así entró en vigencia la Ley N.º 
31072, publicada en el diario El Peruano (2020), que 
crea la sociedad de beneficio e interés colectivo. Lo 
anterior es un gran hito para el país, así como a nivel 
regional, que consideramos debe ser la base de las 
políticas públicas para avanzar en el desarrollo de 
las empresas con propósito social y ambiental.

Luego de promulgarse la Ley N.º 31072, PRODUCE 
tomó el liderazgo del proceso de reglamentación y, 
en coordinación con otros ministerios, redactó y pu-
blicó el proyecto de decreto supremo que aprueba 
el Reglamento de la Ley N.º 31072, Ley de la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo (Socie-
dad BIC), y su exposición de motivos en el portal institucional de PRODUCE (www.gob.pe/pro-
duce). Ambos fueron aprobados mediante la Resolución Ministerial N.º 012-2021-PRODUCE y 
se solicitaron opiniones, comentarios y/o sugerencias al público en general. Se inició así un 
proceso participativo de recepción y análisis de comentarios a la propuesta de reglamen-
to, utilizándose un espacio virtual dedicado a registrar el proceso de consulta (la página 
web: https://www.gob.pe/institucion/produce/normas-legales/1483297-012-2021-produce).

En muy poco tiempo, el Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley BIC, mediante Decreto 
Supremo N.º 004-2021-PRODUCE del 23 de febrero de 2021. Seguramente, al publicarse este 

Opciones de política 
para promover el 
cuarto sector

En octubre de 2020, 
se aprobó el Proyecto 
de Ley BIC en el Pleno 
del Congreso de la 
República, creándose 
la sociedad de 
beneficio e interés 
colectivo.
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documento ya se habrán aprobado las guías técnicas y metodológicas para orientar la 
elaboración, por parte de las sociedades BIC, de sus planes estratégicos e informes de 
gestión del propósito de beneficio, así como normas del INDECOPI asociadas a las medi-
das correctivas para las sociedades BIC. La SUNARP, por ejemplo, ya publicó la Resolución 
043-2021-SUNARP/SA, que aprueba la Directiva DI-003-SNR-DTR que regula los actos inscri-
bibles de la sociedad BIC para permitir su correcta inscripción. En síntesis, ya es un hecho 
que en el Perú ha nacido la figura societaria BIC.

Considerando el espacio limitado de este ensayo, hemos priorizado la Ley de la So-
ciedad de Beneficio e Interés Colectivo (en adelante Ley BIC) como la principal opción de 
política a discutir. Se complementa con otras políticas públicas, referidas a compras pú-
blicas, comercio justo, economía circular y prácticas de gestión ambiental sostenibles 
(ecoeficiencia, innovación tecnológica, cambio climático, etc.). 

Sobre la sociedad de beneficio e interés colectivo o sociedad BIC

La figura jurídica de la sociedad BIC surgió en una reunión de abogados latinoamericanos 
en Buenos Aires (2015), luego de evaluar la adecuación para América Latina de las denomi-
nadas benefit corporations de la legislación norteamericana. Posteriormente, en el 2017, 
la asociación sin fines de lucro Sistema B Perú organizó en Lima, con el apoyo de la Pontifi-
cia Universidad Católica del Perú (PUCP), la Universidad del Pacífico y la Universidad de Lima, 
la Primera Conferencia Internacional de Abogados B.16 Su objetivo fue profundizar en una 
propuesta jurídica estándar para América Latina, a partir de las experiencias de Argentina, 
Chile, Brasil, Ecuador y Colombia. Ello derivó en la primera ley de este tipo y misma denomi-
nación, aprobada en junio del 2018 por el Congreso de la República de Colombia.17

La sociedad BIC constituye una nueva categoría societaria híbrida, donde convergen 
tanto los elementos de una sociedad comercial normal o tradicional (cuya actividad se 
define en su objeto social) como los elementos de un emprendimiento social y ambiental 
(cuyo propósito se precisa en el mismo estatuto de la sociedad), integrándose en un mo-
delo de negocio de impacto positivo. 

Los tres elementos esenciales que otorgan identidad a una sociedad BIC son: (i) el pro-
pósito de beneficio definido junto al objeto social; (ii) los deberes y protecciones amplia-
dos de los directores o administradores (donde se alinea la gestión de la empresa con su 
propósito de beneficio); (iii) la obligación de aplicar prácticas de transparencia organiza-
cional, incluyendo la publicación de reportes anuales de evaluación de la gestión, elabo-
rados por un tercero independiente, asociados a la consecución del propósito elegido.18 
Es decir, una sociedad BIC agrega a su objeto económico, destinado a la generación de 
ganancias o utilidades para sus accionistas, el alcanzar al mismo tiempo un propósito 
social y ambiental. 

Vale la pena destacar que esta categoría societaria no significa crear una nueva forma 
societaria, adicional a las ya existentes en la legislación peruana. La razón es que una so-

16	 Más información en https://sistemab.org/conferencia-internacional-de-abogados-b-las-empresas-de-triple-impacto-toman-fuer-
za-legal-en-america-latina/

17	 En una publicación de la Corporación Andina de Fomento (CAF), se describe la historia del movimiento de las empresas B en América 
Latina con ejemplos de la propuesta legal surgida desde la región al mundo, que incluye a las sociedades BIC (Correa, 2019, pp. 20-25). 

18	 El proyecto de ley de sociedades BIC peruano se sustenta en el trabajo de investigación realizado por Juan Diego Mujica (2016). Su estudio 
fue clave en el proceso de análisis y debate legislativo. Más información en http://repositorio-anterior.ulima.edu.pe/handle/ulima/3021. 

La sociedad BIC constituye una nueva categoría societaria híbrida, donde convergen tanto los elementos de 
una sociedad comercial normal o tradicional (cuya actividad se define en su objeto social) como los elementos 
de un emprendimiento social y ambiental (cuyo propósito se precisa en el mismo estatuto de la sociedad).
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ciedad anónima abierta o cerrada, una sociedad comercial de responsabilidad limitada, 
una sociedad civil ordinaria o de responsabilidad limitada, y en general, cualquier persona 
jurídica constituida conforme a la LGS, al adecuarse y/o constituirse conforme a la Ley de 
la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo, solamente deberá agregar el distintivo B.I.C. a 
las abreviaturas S.A. o S.C.R. Ltda., conforme al tipo societario respectivo.

La figura jurídica de la sociedad BIC ―una versión latinoamericana del modelo socie-
tario de las benefit corporations (benefit corps) de la legislación norteamericana― tiene 
singularidades, pero se inspira en los mismos principios. El desarrollo legislativo de las 
benefit corps se inició, como explica Juan Diego Mujica (2016),19 “con la Ley 690, aprobada 
por el Senado de Maryland en abril de 2010, con el objetivo de autorizar a una corporación 
elegir tener la categoría de sociedades de beneficio por medio de la modificación de su 
estatuto social o la creación de una nueva persona jurídica. Establece que el estatuto so-
cial de la sociedad de beneficio deberá identificar, además del objeto social, un propósito 
que conlleve beneficios públicos específicos para la sociedad o el medio ambiente”. 

A la fecha, existen más de 10,000 benefits corps en los 36 estados de los Estados Unidos 
de América (EE.UU.), que cuentan con legislación similar.20 De esta forma, el cuarto sector 
norteamericano se ha fortalecido y expandido, fenómeno que en América Latina se viene 
desarrollando positivamente con leyes ya aprobadas en Colombia (2018) y  Ecuador (2020), 
y procesos legislativos en Uruguay, Argentina y Chile. De otro lado, en Europa, las benefit 
corps también han iniciado su desarrollo jurídico. El Parlamento de Italia aprobó su societá 
benefit a finales del 2015, y en el Reino Unido es muy probable que el modelo de las empresas 
de beneficio e interés colectivo también sea adoptado en el corto o mediano plazo. 

Sobre el contenido de la Ley BIC

Hemos visto que la Ley BIC regula una categoría in-
dependiente y adicional a los tipos societarios pre-
vistos en la LGS y el Código Civil. Por lo mismo, cual-
quiera de los tipos societarios que se encuentran 
regulados en la LGS puede adecuarse a la Ley BIC y 
adquirir la categoría de sociedad BIC, siempre que 
se cumpla con ciertos requisitos.

De esta manera, la sociedad BIC se organiza para 
realizar una actividad económica en el marco de un 
propósito de beneficio social y ambiental definido 
en una cláusula especial de su estatuto o pacto so-
cial, que complementa la de su objeto socioeconó-
mico. El artículo 3 de la Ley BIC define a la sociedad 
BIC y resalta el rol de los socios/accionistas, que se 
obligan a aportar bienes o servicios para la ejecución de actividades económicas con el 
propósito de alcanzar impactos positivos:

La sociedad de beneficio e interés colectivo es una persona jurídica societaria, cons-
tituida válidamente bajo alguno de los tipos societarios previstos en la Ley 26887, Ley 
General de Sociedades, que se obliga por su propia voluntad a generar un impacto po-
sitivo, integrando a su actividad económica, la consecución del propósito de beneficio 
social y ambiental elegido. (El Peruano, 2020)21

Además, en el numeral 3.2, se señala que para efectos de la presente ley, se entiende 
por “beneficio e interés colectivo” el impacto material positivo o la reducción de un impac-
to negativo en la sociedad y en el ambiente (ibidem).

19	 Op. cit. nota anterior.
20	Ver https://benefitcorp.net/policymakers/state-by-state-status y https://benefitcorp.net/businesses. 
21	 Numeral 3.1 del artículo 3 (Definición de sociedades de beneficio e interés colectivo). 

Cualquiera de los tipos 
societarios que se 
encuentran regulados 
en la LGS puede 
adecuarse a la Ley BIC 
y adquirir la categoría 
de sociedad BIC.
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De otro lado, el artículo 6 de la ley aprobada resalta que, entre los fundamentos del giro 
del negocio u objeto social, debe identificarse y describirse el propósito de beneficio. De 
esta manera, se exige su integración al modelo de negocio, ya que el propósito toma un 
protagonismo tan importante como la generación de utilidades.

El propósito de beneficio, a que se refiere el numeral 5.2 del artículo 5, puede priorizar 
objetivos sociales y ambientales, siempre en el marco del cumplimiento de una gestión 
ambientalmente sostenible (ibidem).22

Los artículos siguientes de la ley se refieren a los deberes de los directores o adminis-
tradores de la sociedad, quienes deberán velar por la real consecución del propósito de 
beneficio social y/o ambiental definido en su estatuto social (artículo 7). El cumplimien-
to de los deberes ampliados a los directores o administradores previstos en la Ley BIC 
solo podrán ser exigidos judicialmente por los socios o accionistas, mas no por terceros 
ajenos a la sociedad. Los primeros entregan a los gestores de la empresa el encargo de 
organizar la actividad de la empresa, en base al propósito de beneficio estatutario, y por 
lo mismo, les confían los medios (capital, presupuesto, facultades para tomar decisiones, 
etc.) para lograrlo. Los terceros, en cambio, no tienen una acción directa contra los direc-
tores de la empresa o sus administradores, pero sí la posibilidad de pedir a la autoridad 
que se sancione a la sociedad BIC que realice publicidad engañosa o viole las normas de 
defensa de los derechos del consumidor, conforme a las normas sobre la materia, y en úl-
tima instancia, lograr que se les sancione con la pérdida de su categoría de sociedad BIC.

Finalmente, el artículo 8 establece que una entidad independiente deberá elaborar 
anualmente un informe de gestión sobre el impacto de la sociedad BIC, en relación con 
su propósito de beneficio social y ambiental. Se trata entonces de adoptar prácticas de 
gestión transparente. Este es probablemente el reto más importante, pues implica com-
partir con las partes interesadas y el público en general información que normalmente las 
empresas mantienen en reserva, incluso de sus propios trabajadores. 

La clave de la transparencia está en aplicar prácticas de información y comunicación 
veraces y comprobables. Ello, de hacerse a partir del compromiso asumido, constituye 
por otro lado el instrumento más valioso para generar valor a la empresa (artículo 9). En 
efecto, el éxito de una sociedad BIC se medirá por la veracidad y transparencia demos-
trada en la práctica, la coherencia entre el triple propósito que la inspira, la calidad de los 
bienes o servicios que ofrece, la medición de sus impactos positivos y las relaciones de 
confianza desplegadas con todas sus partes interesadas, teniendo a los consumidores y 
el mercado en general como los grandes árbitros de su gestión. 

El éxito de una sociedad BIC se medirá por la 
veracidad y transparencia demostrada en la 
práctica, la coherencia entre el triple propósito 
que la inspira, la calidad de los bienes o 
servicios que ofrece, la medición de sus 
impactos positivos y las relaciones de confianza 
desplegadas con todas sus partes interesadas.

22	 Numeral 6.1 del artículo 6 (Propósito de beneficio).
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Sobre los beneficios de la opción de política

C onforme a lo expuesto en este breve ensayo, el beneficio más importante de la 
aplicación y desarrollo de la opción de política que proponemos es el poder con-
solidar, vía la promoción de las empresas BIC, un sector creciente de la economía 
que requiere tener una presencia visible en el mercado. En efecto, con la aproba-

ción de la Ley BIC, se ha dado inicio al reconocimiento del cuarto sector de la economía, 
cuyos actores transitan actualmente en espacios legales ambiguos, precisamente por-
que el derecho regula su existencia desde paradigmas y visiones del mundo diseñados en 
el siglo XIX.  

En otras palabras, los distintos vehículos legales de las asociaciones sin fines de lu-
cro y fundaciones, de las empresas sociales como las cooperativas y de las propias es-
tructuras previstas en la LGS (la sociedad anónima, sociedad comercial, sociedad civil, 
sociedad en comandita, etc.) fueron creadas para, de un lado, regular las actividades y 
obras no lucrativas destinadas exclusivamente al bienestar social; de otro, normar los 
negocios y actividades económicas generadoras de rentas y ganancias para los socios o 
accionistas, previo pago de los impuestos correspondientes. La legislación ha mantenido 
una suerte de muralla entre ambos mundos. Hace 
poco, los muros fueron cediendo y se permitió que 
fundaciones y asociaciones, así como otras orga-
nizaciones jurídicas, realicen actividades económi-
cas, sin que ello signifique desvirtuar sus fines de 
interés social, lo cual incluye la condición de no po-
der distribuir entre sus miembros el superávit de su 
gestión económica.

La idea de emprendimientos sociales y ambien-
tales integrados a un modelo de negocio ―sea 
comercial, industrial o de servicios― surge recién 
en las últimas dos décadas, aunque responde a una 
tradición que descansa en la asociación de diversos 
gremios nacionales. La premisa es que el sistema 
económico es parte vital del sistema social y depen-
de en gran medida del ecosistema natural. Estamos 
pues en un momento en que todos los agentes y ac-
tores económicos y sociales pueden aportar al bien 
común desde su trabajo cotidiano, y no solamente a través de la generación de empleo y el 
pago de impuestos. Se trata, en suma, de que el sistema legal peruano ofrezca una opción 
para el desarrollo de emprendimientos con las características que hemos venido explican-
do, y que hoy se concretan en las denominadas empresas con propósito social y ambiental. 

La creación de la categoría jurídica denominada sociedad BIC responde a un fenó-
meno global, impulsado por un cambio cultural y económico que un país megadiverso y 
multicultural como el Perú debe aprovechar y desarrollar. Esto permitirá sumar aliados 
estratégicos al Estado en la misión compartida de avanzar hacia el desarrollo sostenible. 
En los últimos 10 a 15 años y más, el sector empresarial ha respondido a esta realidad de-
sarrollando políticas de responsabilidad social y ambiental surgidas, en muchos casos, 
de la presión social y de la necesidad de proyectar una nueva imagen en un mercado 
cada vez más informado y exigente. Pero es evidente que se trata de políticas adyacen-

Identificación de los 
costos y beneficios de 
las opciones de política
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tes a sus modelos de negocio, que no son necesariamente parte del propósito que anima 
a sus accionistas o socios.

¿Cómo medir el impacto positivo de la política pública que proponemos? Hoy, ya tene-
mos testimonios de empresas peruanas, latinoamericanas y de todo el mundo que vo-
luntariamente han optado por definir su propósito social y ambiental, adherido o integra-
do a su actividad económica. Actualmente, más de 672 empresas con propósito social o 
ambiental en América Latina han sido certificadas por BLab,23 una institución privada que 
promueve herramientas de gestión para autoevaluación y medición del impacto de los 
propósitos antes indicados. La data de hace un par de años24 muestra que:

●	 Aproximadamente, un 20% de las empresas B certificadas tienen más de mil empleados 
y operan en 52 industrias.

●	 Consolidan sus modelos de negocios de impacto y son duraderos, rentables y de gran 
escala (Natura Cosméticos,25 en Brasil; BancoEstado Microempresas y Caja Vecina,26 en 
Chile; Crepes & Waffles y Serviópticas,27 en Colombia).

●	 Son resilientes y redefinen sus negocios para avanzar con impacto positivo en la so-
ciedad (Parque del Recuerdo, Constructora L&D, ++Zepeda y Comaco,28 en Chile; Cone-
xia y Tonka,29 en Argentina, y el Grupo Unite,30 en Brasil).

●	 Apuestan por fondos de inversión de impacto; es decir, cuentan con inversionistas que 
destinan sus recursos para promover un nuevo sector de la economía (Vox, Mov Inves-
timentos y Artemisa,31 en Brasil; FIS Ameris,32 en Chile; Inversor,33 en Colombia, y Social 
Venture Exchange -SVX,34 en México).

Creemos que con la vigencia de la Ley BIC se ofrece al empresariado la posibilidad de 
diferenciarse de las empresas tradicionales y con ello agregar valor a su empresa, de-
mostrando que no solo generan bienes privados sino también bienes públicos, lo que 
confiamos generará una respuesta positiva y marcará el inicio de un proceso de expan-
sión y consolidación del emprendimiento con propósito social y ambiental.35 Con la Ley 
BIC y su reglamento, el Estado está en capacidad de diseñar y poner en práctica políticas 
públicas  así como organizar un plan liderado por un grupo de ministerios que difundan, 
promuevan y capaciten a los distintos agentes económicos entre los sectores y actores 
más relevantes, tema que ampliaremos más adelante.

Será relativamente fácil medir el impacto positivo de la política pública que se propone, 
no solo por el número de empresas que se adhieran sino por la evaluación de sus resulta-
dos. La información que se genere permitirá medir la dimensión, ubicación y beneficiarios, 
al tiempo que servirá para reivindicar el papel del sector empresarial y sus capacidades 
para resolver problemas sociales y ambientales.

23	 BLab es una organización sin fines de lucro, fundada en 2006 en Pensilvania, que creó la certificación B Corporation para empresas.  Las 
empresas certificadas cumplen voluntariamente ciertos estándares de transparencia, responsabilidad, sostenibilidad y desempeño, 
con el objetivo de crear valor para la sociedad y no solo para las partes interesadas tradicionales como los accionistas. Más informa-
ción sobre empresas que han definido su propósito y tienen certificación de BLab en: https://bcorporation.net/directory y en https://
sistemab.org/espanol/comunidad-empresas-b/empre-sas-b-america-latina/. 

24	 Correa (2019). 
25	 https://www.natura.com.br/ 
26	 https://www.bancoestado.cl/imagenes/_microempresas/home/default.asp y https://www.bancoestado.cl/imagenes/_personas/ser-

vicios/cajavecina.asp 
27	 https://crepesywaffles.com/ y https://www.servioptica.co/ 
28	 https://parquedelrecuerdo.cl/, https://ldconstructora.cl/, https://www.zepeda.cl/ y https://www.comaco.cl/wpcomaco/ 
29	 https://conexia.com/es/ y http://www.tonkasa.com.ar/ 
30	 https://www.grupounite.com.br/es/principio/ 
31	 https://www.voxcapital.com.br/, https://movinvestimentos.com.br/ y https://artemisia.org.br/ 
32	 https://fisameris.cl/ 
33	 https://www.inversor.org.co/ 
34	 https://www.svx.ca/ 
35	 Por ejemplo, sobre las oportunidades de trabajar con empresas y asignarles roles protagónicos para promover la igualdad, en el marco 

del cumplimiento de los ODS, se ha pronunciado la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de Na-
ciones Unidas (CEPAL). Esta indica que las compañías deben comprometerse a realizar prácticas laborales más justas y que los modelos 
de negocios y prácticas corporativas deben adaptarse para mayor resiliencia y competitividad en línea con la Agenda 2030 y el Acuerdo 
de París. Ver CEPAL (2020).
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De otro lado, el reconocimiento de la sociedad 
BIC en la legislación peruana, según su actividad 
económica, propósito de beneficio y plan estra-
tégico, aportará desde el propio mercado al Plan 
Nacional de Competitividad y Productividad, sea vía 
desarrollos independientes y/o vía el Estado ―en 
caso de que se desarrolle un régimen de adquisi-
ciones de bienes y servicios para sus institucio-
nes, en el que la sociedad BIC tenga, al menos, un 
punto de diferencia en tanto demuestre ofrecer 
calidad y sostenibilidad ambiental (MP 6.4)―. 

El efecto multiplicador salta a la vista: los in-
versionistas de impacto podrán evaluar mejor 
y realizar más y mejores inversiones; el consumidor responsable podrá decidir apoyar a 
quienes ofrezcan productos y servicios elaborados por empresas con propósito; las em-
presas podrán contratar proveedores alineados y consecuentes con sus actividades y 
propósito; el Estado podrá eventualmente aprobar políticas y ofrecer programas que apo-
yen a estas empresas e impulsen el consumo responsable.

Si bien la Ley BIC no otorga beneficios tributarios a las empresas que opten por acoger-
se a esta categoría societaria, el mercado determinará el valor que puedan darse a estas 
empresas, así como cualquier política que el Estado crea conveniente implementar a lo 
largo del tiempo. Expresamente, la Cuarta Disposición Complementaria Final de la Ley BIC 
establece que las sociedades BIC “se rigen por el régimen tributario que les corresponda, 
conforme a la ley de la materia”. Se añade que la ley “no genera beneficio tributario adicio-
nal alguno” (El Peruano, 2020).

Otro beneficio significativo de una empresa BIC tiene que ver con el resguardo de los 
intereses de los fundadores y accionistas que definieron un propósito de beneficio social y 
ambiental, incluyéndolo en el estatuto o pacto social de la sociedad. La Ley BIC no restringe 
ningún derecho de los accionistas, pero sí establece mayorías específicas y calificadas 
para los casos de modificación del estatuto, ya sea para ser una sociedad BIC o para dejar 
de serlo. Esta exigencia tiene sentido, pues le da cierta estabilidad y proyección de futuro 
a las inversiones y esfuerzos dirigidos a la realización del propósito de beneficio.

Finalmente, es muy probable que aumente el flujo de capitales y recursos financieros 
destinados al desarrollo de obras sociales y manejo ambiental desde el sector empre-
sarial, así como el desarrollo de capacidades y de capital humano en un país que debe 
resolver miles de problemas, que constituyen cuellos de botella de su desarrollo tanto 
material como cultural. La experiencia de gestión del sector privado podrá trasladarse al 
sector social y ambiental, y viceversa, el conocimiento y experiencia de los profesionales 
que trabajan en las organizaciones sin fines de lucro podrá también nutrir la cultura em-
presarial a partir de las alianzas que seguro surgirán con esta nueva categoría societaria.

Sobre los costos de la opción de política

Una de las razones de la receptividad que ha recibido la Ley BIC en el ámbito legislativo, 
empresarial y de la opinión pública es que su implementación no genera costos al Esta-
do, porque depende exclusivamente de la decisión de los emprendedores de invertir su 
dinero en actividades destinadas a cerrar el círculo economía-empresa-sociedad-am-
biente-desarrollo sostenible. El papel del Estado se concentra en incluir en sus campañas 
de promoción de la inversión privada contenidos que expliquen el instrumento de gestión 
que propone la Ley BIC, manteniendo su función articuladora del desarrollo y de iniciativas 
orientadas a alcanzar las metas previstas en sus planes de competitividad y productividad, 
entre otros, y explicar las conexiones existentes entre las metas nacionales y los ODS.

La libertad de empresa y de dar rienda suelta a la innovación para cristalizar un propó-
sito que trasciende el ánimo de lucro es una energía transformadora que cualquier país 
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debe promover. Por ello, contar con un vehículo jurídico que permita organizar el trabajo 
cotidiano, conectando los elementos del círculo antes descrito tiene solo ventajas. No 
advertimos entonces la generación de costos al erario nacional, en tanto la propuesta 
de creación de la categoría societaria BIC apela a la voluntad e iniciativa de los empren-
dedores, desplegada en el marco de la economía social de mercado (artículos 58 y 59 de 
nuestra Constitución Política).  

Cabe preguntarse el costo adicional que tendría que asumir el empresario para cumplir 
con su propósito de beneficio. Si bien la realidad nos permitirá cuantificar el costo incre-
mental contrastado con los de una empresa ordinaria, debemos señalar que el sistema 
legal no debería poner más exigencias que las previstas en la Ley BIC y evaluar su desarro-
llo, procurando que la sociedad BIC pueda competir de igual a igual con las demás empre-
sas. Veamos un ejemplo: imaginemos una empresa BIC en el rubro de construcción, cuyo 
propósito sea el de reinsertar a los expresidiarios a la sociedad ofreciéndoles trabajo, 
luego ―obviamente― de un análisis de sus conductas y pasado delictivo. ¿El costo de 
seguimiento psicológico a sus trabajadores expresidiarios, tanto en la etapa de selección 
como en la de adecuación al trabajo y su reinserción, podría considerarse como gasto 
deducible del impuesto a la renta, como es el caso de cualquier capacitación del personal 
de una empresa? Creemos que sí, pero es evidente que ello abre una ventana de posibi-
lidades que el Estado (la SUNAT) deberá ponderar cuando sea evidente que conviene a la 
nación el desarrollo del cuarto sector. 

La misma pregunta es aplicable al caso de una empresa BIC del sector forestal o turis-
mo o energía, pesca o industrial. ¿Qué gastos dirigidos al cumplimiento de los objetivos 
sociales y ambientales serán compartidos con el Estado (al considerarse gastos asocia-
dos a su generación de rentas) y cuáles no? Se trata de un tema central en el análisis 
del futuro del cuarto sector de la economía y de su capacidad de despegue real, medido 
desde las tres aristas de los respectivos modelos de negocio: el componente económico, 
el social y el ambiental. 

Es verdad que una sociedad BIC comunicará al mercado y a los consumidores el propó-
sito que persigue. Ello podría significar mayores ventas o ventajas comparativas frente a 
terceros competidores, agregándose así valor a las marcas y productos y toda la empre-
sa. ¿Cuánto de este mayor valor debe ser asumido por el empresario y cuánto compartido 
con el Estado en el sentido antes expuesto? Son preguntas retadoras que en varios países 
ya son objeto de análisis y el caso peruano no tendría por qué ser una excepción.

¿Qué gastos dirigidos al cumplimiento 
de los objetivos sociales y ambientales 
serán compartidos con el Estado (al 
considerarse gastos asociados a su 
generación de rentas) y cuáles no? Se 
trata de un tema central en el análisis del 
futuro del cuarto sector de la economía.
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C on la nueva Ley BIC, así como con la aprobación de su reglamento, consideramos 
que el Estado debería asumir ciertas tareas para fomentar su conocimiento, fa-
cilitar la adopción de la categoría societaria BIC y atraer inversionistas a este 
nuevo sector de la economía.

Proceso de reglamentación de la Ley BIC
 

Cerrado el ciclo normativo que hoy permite la constitución de empresas BIC o la adecua-
ción a la Ley BIC de las ya constituidas, serían recomendables algunas normas de menor 
rango que faciliten y hagan más expeditiva y confiable la nueva categoría societaria; entre 
ellas, las siguientes: (i) normas de procedimiento en el Instituto Nacional de Defensa de 
la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI), que desarrollen 
la forma en que se regularán los casos de denuncia de cualquier ciudadano contra las 
sociedades BIC y la pérdida de esta categoría societaria en empresas que, utilizando in-
debidamente su propósito de beneficio, realicen publicidad engañosa u otras prácticas 
contrarias a las normas de libre competencia en el marco de los derechos de defensa del 
consumidor; (ii) una evaluación de los programas de promoción que dirige PRODUCE y otros 
sectores productivos, para definir la forma de integrar a las sociedades BIC en el ámbito de 
sus respectivas políticas de promoción de desarrollo productivo y generación de empleo; 
(iii) en el caso del Ministerio del Ambiente (MINAM), sería recomendable desarrollar estudios 
y promover la difusión de las múltiples conexiones que pueden existir entre las empresas 
con propósito social y ambiental (sociedades BIC) y los compromisos asumidos por el país 
en materia de ODS, así como el cumplimiento de medidas de adaptación y mitigación del 
fenómeno del cambio climático, asumidas en el contexto del Acuerdo de París, la Conven-
ción Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Convención de Diversidad 
Biológica. Desarrollamos a continuación cada una de estas opciones de política:

●	 En el caso de la SUNARP, sería ideal facilitar el proceso de inscripción de las socieda-
des BIC, dando publicidad a la directiva que aplicarán los servidores públicos (regis-
tradores) para inscribir y anotar el cambio de estatutos de las sociedades anónimas y 
demás personas jurídicas consideradas en el ámbito de la Ley BIC. La directiva es muy 
importante, pues el objeto principal de la Ley BIC es otorgar identidad legal a las empre-
sas o sociedades que voluntariamente opten por acogerse al régimen de sociedades 
BIC. La sugerencia es que SUNARP apoye en la tarea de difundir el sentido, naturaleza 
y características de las sociedades BIC, mediante talleres y capacitaciones dirigidos 
a informar y capacitar al mundo empresarial, la comunidad de abogados y al mercado 
sobre las empresas con propósito social y ambiental.

●	 El INDECOPI es la autoridad competente en materia de derechos del consumidor. Así 
está establecido en el Código de Protección y Defensa del Consumidor (el Código) 
aprobado por la Ley N.º 29751.36 El trabajo reglamentario del INDECOPI no es menor por-
que deberá desarrollar los casos en que una sociedad BIC, mediante publicidad enga-
ñosa u otras acciones previstas en el Código, afecte el derecho de los consumidores. 
Una sociedad BIC, al ofrecer productos y servicios asociados a la consecución de su 
propósito social y ambiental, establece “una relación de consumo” con el comprador 

Objetivos y 
análisis específicos

36	El artículo 17 de la Ley N.º 29571, aprobada el 10 de agosto 2010, establece que “la Comisión de Fiscalización de la Competencia Desleal del 
INDECOPI es la autoridad encargada, en forma exclusiva y excluyente, para conocer en primera instancia la verificación del cumplimiento 
de las normas que regulan la publicidad en protección del consumidor. Sin perjuicio de ello, las afectaciones concretas y específicas 
a los derechos de los consumidores, a consecuencia de la publicidad comercial, constituyen infracciones al presente Código y son de 
competencia de la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI”.
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según los artículos III y IV del Código. Por ello, se aplican, entre otros, los principios 
categorizados como “soberanía del consumidor”, “proconsumidor”, “de buena fe” y “de 
transparencia”. Estos permitirían considerar a una empresa BIC en el ámbito de la Ley 
N.º 29751, y por tanto, en el régimen de defensa de derechos del consumidor. Siendo 
este un régimen muy regulado y desarrollado, con abundante jurisprudencia que de-
talla los criterios y situaciones a partir de casos concretos de violación de derechos 
del consumidor, la tarea del INDECOPI ―de regular cuándo una empresa pierde la cate-
goría societaria BIC― será fundamental para prevenir prácticas engañosas de cara a 
los consumidores, al tiempo de equilibrar excesos y eventuales denuncias infundadas 
y malintencionadas contra las empresas consideradas BIC por la nueva legislación que 
se propone. 

●	 PRODUCE, por su liderazgo en la formalización y fortalecimiento de capacidades de los 
emprendedores, tendrá la tarea de incorporar a empresas BIC en sus programas de 
fomento de la producción y el trabajo. Por ejem-
plo, podrá desarrollar lineamientos que orienten 
a los emprendedores para identificar su propó-
sito y ofrecer un portafolio de iniciativas que les 
permitan generar alianzas estratégicas con en-
tidades públicas y otros aliados. También podrá 
promover financiamientos y oportunidades con 
la cooperación internacional, en el marco de la 
consolidación de un portafolio de impacto que 
se nutra del trabajo de la sociedad BIC.

●	 Desde el MINAM, es factible desarrollar políti-
cas públicas orientadoras para promover opor-
tunidades de negocios y alianzas que incluyan 
estándares de calidad ambiental, así como li-
neamientos para la sostenibilidad, economía 
circular y protección del medio ambiente a tra-
vés de las actividades empresariales que desa-
rrollen las sociedades BIC. Por ejemplo, será muy 
importante dictar medidas complementarias 
claras que identifiquen cómo el propósito de 
una empresa BIC contribuye a alcanzar algunos ODS o al cumplimiento de los compro-
misos climáticos que se han establecido en las Contribuciones Nacionalmente Deter-
minadas (NDC, por sus siglas en inglés); asimismo, que procuren acciones de mitigación 
o adaptación bajo los lineamientos del Reglamento de la Ley Marco sobre Cambio Cli-
mático.37

Sin perjuicio de las entidades antes referidas, el papel de la SUNAT será muy importante. 
Si bien la ley propuesta expresamente señala que la creación de la categoría societaria 
BIC no significa ningún beneficio tributario, es evidente que la autoridad tributaria deberá 
generar lineamientos sobre el tratamiento adecuado de los gastos de las sociedades BIC 
que sean necesarios para alcanzar su propósito ambiental y social. El argumento es sim-
ple: la sociedad BIC ―sea una sociedad anónima o una sociedad comercial o civil de res-
ponsabilidad limitada― seguirá siendo considerada persona jurídica, según la definición 
de la Ley de Impuesto a la Renta. Ello debe llevar a la SUNAT a caracterizar qué gastos, aso-
ciados al cumplimiento de su propósito social y ambiental, podrán ser considerados como 
deducibles de la base imponible del impuesto a la renta. El reconocimiento de estos gas-
tos no constituye exoneración ni beneficio, pues en una sociedad BIC el propósito social y 
ambiental es esencial a la actividad generadora de la renta gravable y, en consecuencia, 
los gastos requeridos para tales fines constituyen egresos necesarios para cumplir con 
sus fines estatutarios. En suma, habiendo el Estado aprobado una ley para fomentar el 
nacimiento y desarrollo formal de las empresas con propósito, es razonable que estas se 
rijan con las mismas reglas y criterios tributarios de las empresas tradicionales, para que 

37	 Aprobado por el Decreto Supremo N.º 013-2019-MINAM.

La autoridad tributaria 
deberá generar 
lineamientos sobre el 
tratamiento adecuado 
de los gastos de las 
sociedades BIC que 
sean necesarios para 
alcanzar su propósito 
ambiental y social.

22DESARROLLO PRODUCTIVO  Y E MP LEO



compitan en igualdad de condiciones y se asegure que sean el mercado y la preferencia 
de los consumidores los que asignen valor a un producto o servicio. 

La sociedad BIC también será una oportunidad para las entidades gubernamentales, 
de distintos niveles de gobierno, que impulsen compras públicas sostenibles (CPS). La po-
sibilidad de identificarlas y de evaluar (vía los procesos de licitación) si efectivamente su 
actividad y trayectoria están alineadas para contribuir con las metas establecidas por el 
Plan Nacional de Competitividad y Productividad, y con las necesidades locales del ámbito 
de su competencia, es un factor positivo. Las empresas BIC pueden complementar la fuer-
za que los gobiernos regionales y las municipalidades tienen para mover la economía local 
y nacional, así como para orientar la producción de bienes servicios hacia una economía 
más eficiente, con énfasis en la reutilización de los materiales, manejo apropiado de los 
residuos, aprovechamiento de mano de obra e insumos locales, ecoeficiencia energética, 
etc. En esta tercera década del siglo XXI, la economía circular, baja en emisiones de GEI 
―que permita, además, la resiliencia ante el cambio climático― marcará las políticas 
públicas y privadas para abrir importantes opciones de desarrollo y de trabajo productivo 
y generación de empleo. 

En síntesis, el escenario es hoy muy propicio para avanzar hacia la consolidación del 
cuarto sector de la economía y en gran medida el reto está en generar alianzas con los gre-
mios empresariales para hacer conocer y promover la nueva figura jurídica BIC y potenciar 
sus beneficios y bondades de cara al nuevo enfoque y compromiso empresarial de aportar 
a la solución de problemas sociales y ambientales. A su vez, las entidades estatales deben 
facilitar su desarrollo con medidas de promoción del cuarto sector para lograr que muchas 
empresas adopten la categoría societaria BIC en los próximos meses facilitando los trámi-
tes y procedimientos administrativos para lograr la inscripción en la SUNARP de las primeras 
sociedades BIC luego de que PRODUCE apruebe los lineamientos asociados a la definición 
del propósito y las guías para la elaboración del informe anual de gestión ambiental y social.

Reconocimiento y promoción de las sociedades BIC

Hemos señalado que la creación de la sociedad BIC permite dar los primeros pasos hacia 
la consolidación de un ecosistema emprendedor que hoy opera en el mercado casi en 
paralelo, atrayendo a empresarios tradicionales a evaluar e invertir en el desarrollo de em-
presas con propósito social y ambiental. La experiencia en otros países es tan auspiciosa 
como valiosa, pues convoca al sector privado (bancos, inversionistas, empresas) a nuevos 
retos que anuncian un futuro promisorio. 

Un ejemplo emblemático latinoamericano es Guayakí Sustainable Rainforest Products, 
Inc.,38 una empresa que trabaja con productores de yerba mate orgánica. Estos están ubica-
dos en los últimos remanentes de la selva paranaense en Paraguay, donde el árbol de la yer-
ba mate crece de manera natural bajo la sombra del bosque. Su propósito es la conserva-
ción y reforestación de la mata atlántica presente en Brasil, Paraguay y Argentina, uno de los 
ecosistemas de selva tropical más amenazados, y promover el desarrollo sustentable de 
las comunidades. Así, a través de la comercialización de sus productos en Estados Unidos 
y Canadá, Guayakí trabaja con 1000 familias de agricultores, protegiendo 60,000 hectáreas 

38	 https://guayaki.com/ 

Las empresas BIC pueden complementar la fuerza que los 
gobiernos regionales y las municipalidades tienen para mover la 
economía local y nacional, así como para orientar la producción 
de bienes servicios hacia una economía más eficiente.
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de selva. La experiencia de Guayakí ha impulsado en 
la región el concepto de “empresas regeneradoras 
de vida”, que en el Perú tiene ejemplos en Madre de 
Dios, en el sector turismo. Un caso es el de Rainfo-
rest Expeditions,39 una empresa de ecoturismo que 
desde 1989, a través de la experiencia de sus hués-
pedes y albergues, ha agregado valor a la selva tropi-
cal, transformándola en una alternativa competitiva 
frente a los usos económicos insostenibles, involu-
crando a las comunidades locales en la gestión, pro-
tección y cuidado.

En nuestro país, tenemos varios casos y lec-
ciones aprendidas que comienzan a conocerse y 
abren camino a otros tipos de emprendimientos 
desde el sector privado. Estos se unen a la tarea de 
lograr y reportar la solución de problemas sociales y ambientales, mediante la redefini-
ción de su propósito. Vamos a describir cuatro casos de empresas que hoy cumplirían con 
las características y exigencias de la Ley BIC.

●	 Casa Collab.40 Se trata de un negocio de joyería que desarrolla las habilidades de los 
artesanos mediante el diseño colaborativo y el uso de nuevas tecnologías, permitien-
do que la tradición orfebre se conserve y se fusione apropiadamente con los avances 
tecnológicos. Su propósito es rescatar y revalorar el arte orfebre que se ha ido per-
diendo, reemplazado por la fabricación en masa y con menor diseño personalizado. 
Más del 90% de la joyería de exportación de Perú se desarrolla con máquinas, de manera 
masificada, lo cual lleva a la pérdida del arte orfebre y a la disminución de los ingresos 
de los artesanos. ¿Cómo contrarrestar esa situación? Mediante el trabajo y capacita-
ción activa de las comunidades de artesanos, “para que puedan retar sus conocimien-
tos y especializarse cada vez más, generando productos de diseño de la mejor cali-
dad”, como se refiere en su página web. Adicionalmente, Collab trabaja con sus clientes 
para que adquieran materia prima de origen legal ―el oro extraído sin mercurio, los 
diamantes de laboratorio con sello carbono neutral, gemas preciosas de laboratorio, 
etc.―, asegurando que la cadena sea 100% trazable.

●	 Doktuz.41 Startup de atención médica preventiva con sede en Lima, que está revolucio-
nando el servicio de salud en Perú y otros países latinoamericanos. Se propone aten-
der a la población, especialmente a la más alejada de los centros médicos, de manera 
rápida y eficiente, para garantizar la prevención y atención de enfermedades y dolen-
cias. Desarrollando sistemas de información y atención digitales, reduce el tiempo de 
las consultas médicas; asimismo, ofrece planes de salud familiares, atención a domici-
lio y otros servicios orientados al paciente. Sus ingresos incluyen a las empresas obli-
gadas a contar con sistemas de gestión de salud de sus trabajadores, en el marco de la 
Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo.42 Su contribución a la atención virtual, mediante 
una aplicación digital ad hoc para el diagnóstico de COVID-19, fue un aporte importante 
para el Ministerio de Salud, al reducir la cantidad de llamadas a la línea directa. También 
se abrieron nuevos canales de consultas para diagnosticar, como DokBot (Monday, 
2020). Su enfoque a reducir brechas está alineado con el ODS 3 sobre salud y bienestar. 

 ●	 Höség.43 Empresa familiar peruana fundada por tres hermanos amantes del montañismo. 
Su propósito inicial fue dar abrigo a miles de niños, entre dos y 14 años de edad, de las 
comunidades vulnerables altoandinas remotas sobre los 3000 metros de altitud. ¿Cómo? 
Fabricando ropa para deporte y turismo de altura y entregando una casaca o prenda 
“solidaria” por cada unidad vendida. Luego, el propósito se amplió a mejorar la calidad 

39	 https://www.perunature.com/ 
40	 http://casacollab.com/ 
41	 https://doktuz.com/ 
42	 Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo, Ley N.º 29783. 
43	 https://www.hosegstore.com/es/quienes-somos/ 

En nuestro país, 
tenemos varios casos y 
lecciones aprendidas 
que comienzan a 
conocerse y abren 
camino a otros tipos 
de emprendimientos 
desde el sector privado. 
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de vida de la comunidad y a reforestar zonas priorizadas por las mismas. El consumidor o 
cliente puede ver en su web cuántos árboles sembrados, niños abrigados o botellas de 
plástico recicladas se han logrado hasta la fecha, el origen y la sostenibilidad de los ma-
teriales utilizados en la fabricación de las prendas, entre otras acciones. “Es una manera 
de seguir haciendo nuestros tradicionales viajes a la montaña, pero con un fin más allá 
de lo deportivo. Ahora lo social es nuestra prioridad”, dice uno de los fundadores.

●	 Textil El Amazonas S.A.44 Empresa peruana fundada en 1947. Está dedicada a la produc-
ción y comercialización de insumos textiles de alta calidad para la industria de la con-
fección y para las labores manuales, bajo la marca comercial TREN.45 La gestión de la 
empresa está organizada íntegramente en el marco de los ODS. Resaltan la ecoeficien-
cia en uso de agua, energía, materiales y manejo de residuos, además de mecanismos 
de transparencia e información en todo el ámbito de la empresa. Asimismo, destaca la 
eliminación del plástico de un solo uso (carretes para hilos). Se ha diseñado un sistema 
de recuperación, para reusar los conos/carretes, que premia a los consumidores, en-
tre otras prácticas de gestión social y ambiental.46 

El poder de las grandes empresas y de las compras públicas

El movimiento emprendedor social y ambiental puede ser también dinamizado por empre-
sas grandes, con el fin de optimizar sus prácticas de gestión. Todo grupo económico o 
empresa mediana y grande tiene un enorme poder de compra y el interés de garantizar que 
su cadena de proveedores sea óptima. Así surgen iniciativas y coincidencias que llevan 
al desarrollo de las partes involucradas. El caso de MINSUR47 (empresa minera peruana del 
grupo empresarial Breca) y el de Parque Arauco48 (empresa que llegó a Perú en 2006, hoy uno 
de los operadores y desarrolladores de centros comerciales más importantes del país, 
como Larcomar en Lima y los Mega Plaza de distintas ciudades) son dos buenos ejemplos. 

Comprometidas con avanzar hacia la sostenibilidad de sus negocios, ambas empre-
sas han desarrollado relaciones de trabajo con sus proveedores, invitándolos a medir su 
impacto positivo/negativo a través de la herramienta “Mide lo que importa”.49 Esta permite 
autoevaluarse y cuantificar la habilidad de crear valor para los clientes, empleados, co-
munidad y el medio ambiente. La dinámica que generan estas empresas en las decisiones 
y mejoras de gestión de sus proveedores es muy significativa, pues se promueven linea-
mientos y reportes de sostenibilidad que luego se retroalimentan conociendo y compar-
tiendo la medición del impacto socioambiental en su cadena de valor.50 

El mismo criterio del poder de compra de las grandes empresas, como las menciona-
das en el párrafo que antecede, se aplica a los Estados. Las denominadas CPS son unas 
de las opciones de política más efectivas para usar el poder de compra de los municipios, 
gobiernos regionales, ministerios, entre otras entidades estatales. El crecimiento de nue-
vos modelos de producción y de prestación de servicios ―como el que es objeto de este 

44	 https://textilelamazonas.com/ 
45	 https://www.tren.com.pe/sostenibilidad.html 
46	 El propósito de la empresa incluye la generación de “un beneficio o impacto ambiental positivo en la comunidad, las personas vinculadas 

a la sociedad y en el medio ambiente” (artículo 2 de su estatuto). 
47	 https://www.minsur.com/ 
48	 https://www.parauco.com/peru/ 
49	 https://bimpactassessment.net/es/mide-lo-que-importa
50	 Más información sobre Parque Arauco en https://www.parauco.com/responsabilidad-en-la-operacion-de-activos/responsabili-

dad-en-la-operacion-de-activos/cifras-que-resumen-nuestra-gestion-ambiental/ 

El movimiento emprendedor social y ambiental puede ser también dinamizado por empresas grandes, con 
el fin de optimizar sus prácticas de gestión. Todo grupo económico o empresa mediana y grande tiene un 
enorme poder de compra y el interés de garantizar que su cadena de proveedores sea óptima.
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51	 Para profundizar sobre el concepto de compras públicas sostenibles ver la publicación de Connolly et al. (2019).
52	 Más información sobre la Ordenanza 3.946 de Mendoza en https://secureservercdn.net/198.71.233.44/u1y.854.myftpupload.com/wp-con-

tent/uploads/2019/07/Ordenanza-3946-Compra-de-Triple-Impacto.pdf 
53	 Más información sobre el proyecto de ordenanza en Angeles (2019). 
54	 Decreto Supremo N.º 003-2020-PRODUCE.

breve ensayo― depende en gran medida de decisiones de política dirigidas a comprar 
mejor y con propósito, vía las CPS. Así, las distintas dinámicas que genere la promulgación 
de la Ley BIC son una oportunidad para desarrollar las CPS en el Perú.51 A continuación, dos 
ejemplos nos permiten explicar su importancia y viabilidad: 

●	 La Municipalidad de la Ciudad de Mendoza decidió, mediante la Ordenanza 3.946 (2018), 
incorporar el criterio de triple impacto dentro del régimen de contrataciones, recono-
ciendo las labores de las empresas tipo B o sociedades BIC (como las conocemos en 
Perú). Estas últimas tienen prioridad al momento de la contratación, en la medida que 
exista paridad de precios en la oferta con los otros oferentes y que el precio no tenga 
una diferencia de valor mayor al 3% en términos comparativos. El porcentaje se incre-
menta en dos puntos (2%) si la empresa u organización calificase como micro, pequeña 
y mediana empresa (MIPYME) o se encuentre inscrita en el Registro de Economías So-
ciales y Empresas Solidarias, contemplado en la Ley N.° 8435, de la Provincia de Mendo-
za, Argentina.52

●	 La Municipalidad de Lima ha venido evaluando un proyecto de ordenanza para promo-
ver el desarrollo ―vía la contratación― de empresas con impacto socioambiental, 
en el marco de su programa Lima Sostenible.53 Una opción de política como esta ―de 
multiplicarse a varias ciudades y regiones del país― sería un enorme estímulo para 
las empresas con propósito social y ambiental (o empresas BIC), permitiendo además 
aportar al cumplimiento de la hoja de ruta hacia una economía circular en el sector 
industrial, que fue aprobada este 2020.54

Se tiene mucho por hacer en materia de promoción y desarrollo de una nueva forma de 
hacer negocios con propósito en el Perú. Como afirman Connolly et al. (2019), “los merca-
dos necesitan recibir una señal de que el liderazgo político en compras públicas sosteni-
bles es visible y que representa la concreción de las políticas de sostenibilidad del Estado. 
Solo entonces los proveedores asumirán el compromiso de seguir invirtiendo e innovando 
para entregar bienes y servicios sostenibles”.

El crecimiento de nuevos modelos de 
producción y de prestación de servicios, como 
el que es objeto de este ensayo breve, depende 
en gran medida de decisiones de política 
dirigidas a comprar mejor y con propósito, vía 
las compras públicas sostenibles.
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E l reciente reconocimiento legal de las empresas con propósito social y ambiental 
puede tener dificultades para su plena comprensión en las distintas audiencias 
(gremios empresariales, organizaciones sin fines de lucro, operadores del dere-
cho ―abogados, notarios, registradores y funcionarios de INDECOPI―, autorida-

des nacionales, regionales y locales, entre otros actores). Por ello, debemos salvar algu-
nos obstáculos, en especial en el proceso de aplicación de la reglamentación.

Siendo una figura societaria nueva, el énfasis inicial estará en difundir y explicar su 
naturaleza jurídica, así como su carácter de instrumento práctico y concreto para enca-
minar los negocios y la economía hacia objetivos sociales y ambientales integrados al mo-
delo de negocio particular de las empresas. Ello requiere explicar su incidencia potencial 
en el mercado nacional e internacional. Se tratará de una etapa de comunicación y capa-
citación en varios ámbitos de la economía, el derecho, los consumidores, las autoridades 
públicas, los centros educativos, los medios de comunicación, los políticos, entre otros. 
Las conexiones de la sociedad BIC con el cumplimiento de los ODS pueden orientar la com-
prensión en todos esos ámbitos. Existen además ya programas de software que permiten 
la medición del impacto de las empresas con propósito en función de los ODS. Como se 
podrá analizar con mayor detenimiento en la hoja de ruta de la subsiguiente sección, las 
acciones para el fortalecimiento de capacidades son determinantes para desarrollar una 
buena reglamentación e implementación de la Ley BIC.

Con la reglamentación de la ley, será muy importante ubicar el espacio de actuación de 
las empresas “híbridas” como las sociedades BIC. ¿Podrán acceder a fondos de la coope-
ración internacional destinados principalmente a las ONG, que normalmente exigen el res-
paldo gubernamental? ¿Podrán participar en las contrataciones estatales, postulaciones 
a proyectos de desarrollo para beneficio del país y otros fondos públicos para ejecutar 
proyectos que el Estado abra a concurso público? Una primera consideración es afirmar 
que las empresas BIC nacen dentro de la LGS y, por lo mismo, serán parte del mercado de 
bienes y servicios como cualquier otra empresa. Seguirán diferenciándose de las asocia-
ciones sin fines de lucro en algo esencial: las primeras pueden distribuir utilidades entre 
sus socios, las segundas no pueden hacer lo mismo entre sus asociados. No obstante, es 
evidente que la trayectoria social y ambiental de una sociedad BIC en el futuro se califica-
rá positivamente en las reglas de convocatoria a concurso público y ―por qué no― en 
licitaciones e invitaciones a ofertar privadas. Se podrá adquirir mayor puntaje, si las bases 
de las convocatorias así lo determinan. Es muy probable que, con el tiempo, la nueva ca-
tegoría societaria BIC ocupe un espacio labrado 
a punta de transparencia y credibilidad, sumán-
dose así a los agentes económicos que actúan 
en el mercado.

Se debe tener en cuenta que uno de los retos 
de la Ley BIC será prevenir y sancionar a las em-
presas que utilicen la figura jurídica BIC como un 
instrumento publicitario y de fachada para bene-
ficio de su imagen y la de sus productos, sin ha-
ber asumido en la práctica el propósito social y 
ambiental declarado en el estatuto de la empre-
sa. Los informes de gestión social y ambiental de 
la sociedad BIC, que deben anualmente hacerse 
públicos, serán la línea de referencia de cualquier 

Obstáculos para la 
implementación de la 
política seleccionada

Las empresas BIC serán parte del 
mercado de bienes y servicios 
como cualquier otra empresa. 
Seguirán diferenciándose de las 
asociaciones sin fines de lucro 
en algo esencial: las primeras 
pueden distribuir utilidades entre 
sus socios, las segundas no 
pueden hacer lo mismo entre sus 
asociados.
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reclamo o denuncia. Para este fin, debemos tener en cuenta por lo menos dos escenarios. 
El primero está asociado a proteger a la empresa de denuncias interesadas o maliciosas, 
para lo cual se recomienda que cualquier denuncia se admita a trámite por lo menos un 
año después de que la sociedad haya adquirido la identidad BIC, salvo pruebas fehacien-
tes de actos o actividades que vayan contra el propósito social y ambiental declarado. 
El segundo escenario tiene relación con el contenido y materialidad de los informes de 
gestión a cargo de las entidades independientes. Existiendo ya en el mercado métricas 
para medir la gestión de empresas con propósito, el reglamento habrá de exigir que estas 
sean utilizadas como guías e instrumentos de medición.

Con lo indicado en el párrafo anterior, también se mitigarán los riesgos que nos impone 
el contexto peruano, el cual lamentablemente continúa manteniendo grietas de corrup-
ción e informalidad limitantes para el desarrollo sostenible de muchos emprendimientos 
con enfoque de negocios.

Finalmente, debemos resaltar el trabajo pendiente con autoridades regionales y lo-
cales, las que deben ser involucradas en los diversos procesos de implementación del 
reglamento, así como en el diseño de los respectivos lineamientos de promoción de las 
sociedades BIC, especialmente porque sus respectivas competencias les permitirán es-
tablecer reglas de contratación.
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U bicados en el escenario de la plena vigencia de la Ley BIC, vale la pena concen-
trarse en el diseño y aplicación de ciertas políticas públicas teniendo en cuenta 
el panorama completo de la economía del país. ¿Hacia dónde consideramos que, 
políticamente, el Estado debiera orientar sus esfuerzos para activar las inversio-

nes en empresas de triple propósito? La Ley BIC es solamente un vehículo que otorgará 
identidad a un tipo de emprendimiento integral, inclusivo, con foco en el subsistema en 
el que operará. La pretensión es que las sociedades BIC poco a poco generen su propio 
espacio en el sector empresarial y comiencen a distinguirse por su visión y acción inte-
gradora o regeneradora, muchas veces complementando programas de desarrollo local, 
regional o de ámbito nacional que requieren mayor dinamismo. La experiencia, en un ám-
bito mayor, de las obras por impuestos y las asociaciones público-privadas demuestra 
que normas destinadas a sumar esfuerzos entre los sectores público y privado resultan 
beneficiosas para el país. En el caso de las empresas BIC, esas alianzas pueden afianzar 
aún más la convicción de que en materia social y ambiental el Estado no puede andar solo.

Dos fenómenos transversales afectan tanto al sistema político como al económico, 
y por lo mismo, al bienestar de la sociedad. En efecto, la informalidad y la corrupción son 
dos realidades que sin duda habrá que tener presente al aprobarse y poner en práctica 
políticas públicas que reconozcan el aporte de las empresas BIC. Lo interesante de las 
empresas con propósito es que por naturaleza son transparentes y se organizan para ser 
visibles, características de valor que podrían ayudar a reducir tanto la informalidad como 
la corrupción. Su desempeño será objeto de escrutinio y medición, tanto por el mercado 
como por informes de auditores independientes. 

Con la promulgación de la Ley BIC, nuestras recomendaciones para crear un subsector 
empresarial signado por propósitos BIC son las siguientes:

●	 Que el proceso de difusión y capacitación de la Ley BIC en alianza con los gremios em-
presariales sea liderado por PRODUCE, con activa participación del INDECOPI y la SUNARP. 
La eficiencia y eficacia de la Ley BIC depende de una buena combinación de normas de 
simplificación administrativa y de sanción en casos de infracción a la misma. Otro de 
los retos será cuidar que los informes de gestión, que cada empresa deberá elabo-
rar anualmente, sean responsabilidad de un auditor o entidad independiente y estén 
basados en estándares internacionales como los hoy reconocidos GRI,55 BIA,56 GIIRS,57 
IRIS,58 SASB59 e IIRC.60 Las normas complementarias deben ser rigurosas pero no por ello 
incluir trámites interminables o requisitos costosos y/o incumplibles. La Ley BIC y sus 
normas complementarias deberán confiar en la voluntad y buena fe empresarial, ex-
presada en su propósito de beneficio, y mantener el espíritu promotor que abra cami-

Recomendaciones para 
la implementación de 
la política propuesta: 
estrategias, acciones
y alianzas

55	 https://www.globalreporting.org/standards
56	 https://bimpactassessment.net/es/mide-lo-que-importa
57	 https://b-analytics.net/
58	 https://thegiin.org/
59	 https://www.sasb.org/
60	 https://integratedreporting.org
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nos, pero con normas claras de sanción para quienes incumplan o hagan uso indebido 
de la categoría BIC. 

●	 Es muy importante tener una estrategia de difusión, comunicación y capacitación, tan-
to de funcionarios como gremios empresariales, universidades, medios de prensa y 
colegios profesionales, entre otros actores. El objeto es explicar el sentido de la Ley 
BIC y la importancia de vitalizar el emprendimiento social y ambiental en el país desde 
las empresas mismas.

●	 Paralelamente, se recomienda que tanto PRODUCE como el MINAM realicen una eva-
luación de opciones de política que conecten entre sí lo que viene sucediendo a nivel 
nacional, regional e internacional en materia de los ODS y el Plan Nacional de Com-
petitividad y Productividad. La idea es articular 
programas y proyectos que incluyan a esta nue-
va categoría de empresas BIC, para aportar a la 
reducción de las brechas referidas al trabajo 
decente y crecimiento económico, producción 
y consumo responsable, así como salud y bien-
estar en el marco de la reactivación económica. 
Y en línea con lo previsto en el citado plan, sería 
conveniente que el Consejo Nacional de Com-
petitividad y Formalización61 constituya un Co-
mité Técnico Público-Privado, cuyo objetivo sea 
potenciar el desarrollo del cuarto sector de la 
economía en base a su creatividad y capacidad 
de innovación.

●	 El desarrollo del cuarto sector en el Perú se ve 
fortalecido con la aprobación de la Ley BIC. Ello, 
a su vez, fomenta que empresas con propósito 
social y ambiental de todo tamaño puedan ob-
tener reconocimiento legal, así como integrarse 
a diversas oportunidades de colaboración y fi-
nanciamiento que prioricen el impacto positivo. 
En ese sentido, se recomienda que las entida-
des públicas convoquen y trabajen con las empresas denominadas “sociales” y “cir-
culares”, que también se alinean al reconocimiento legal de la Ley BIC, a propósito de 
buscar respaldo en el desempeño de sus objetivos sociales y ambientales.

●	 Recomendamos priorizar la incorporación de talleres al interior de los partidos políti-
cos, para que sus líderes y candidatos conozcan el potencial de las empresas BIC, y a 
nivel nacional, regional y local, las autoridades elegidas puedan incluir en sus políticas 
públicas el reconocimiento de las sociedades BIC como aliadas en el cumplimiento de 
metas establecidas en el marco del bicentenario y los ODS.

●	 Una recomendación adicional, que consideramos saludable para el éxito y sostenibi-
lidad del emprendimiento social y ambiental, es involucrar al Congreso de la República 
en los procesos que se generen en esta etapa de promoción y seguimiento de la nue-
va categoría societaria. Como se trata de un sector emprendedor en construcción, 
se sugiere invitar a congresistas para que comprueben el impacto que ha logrado el 
trabajo con sociedades BIC y cómo las distintas autoridades están incluyéndolas o no 
en sus jurisdicciones a través de programas, proyectos e iniciativas específicas. Esta 
idea ha funcionado, por ejemplo, en el caso de la reglamentación de la Ley Marco so-
bre Cambio Climático (Ley N.º 30754), que en las sesiones de trabajo del Poder Ejecutivo 
convocó a asesores de congresistas y personal del Congreso para abordar la actual 
crisis climática.

Es muy importante 
tener una estrategia 
de difusión, 
comunicación y 
capacitación, tanto 
de funcionarios 
como gremios 
empresariales, 
universidades, medios 
de prensa y colegios 
profesionales.

61	 https://www.cnc.gob.pe/
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	 Un caso concreto es la iniciativa que tuvo el congresista Alberto de Belaunde62 como 
presidente de la Comisión Especial Encargada del Seguimiento y Formular Propuestas 
para la Mitigación y Adaptación del Cambio Climático por el Periodo Parlamentario 2016-
2021.63 La comisión logró la aprobación de un plan de trabajo64 que incluye dos puntos 
importantes para la articulación con las autoridades gubernamentales: (i) apoyo en la 
implementación de las políticas, regulaciones y gestión del país en materia de cambio 
climático; (ii) generación de espacios de diálogo intersectorial y regional en torno a los 
avances y desafíos de la agenda climática global y nacional, a través de una serie de 
foros públicos virtuales y otras acciones de comunicación.

●	 Completando el trabajo a nivel de reglamentación e implementación de la Ley BIC, se 
recomienda que se convoque y trabaje con la SUNAT, para regular la forma en que los 
gastos asociados al cumplimiento del propósito social y ambiental de una sociedad 
BIC puedan ser considerados como gastos deducibles de la renta gravable con el im-
puesto a la renta. La idea es que una sociedad BIC pueda competir en igualdad de con-
diciones con cualquier otra persona jurídica que percibe rentas de tercera categoría. 
Es una consideración razonable y equitativa que significaría el reconocimiento del Es-
tado a aquellas empresas que generen ―junto a beneficios para sus socios o accio-
nistas― beneficios sociales y ambientales; es decir, una renta social derivada de los 
impactos positivos que proveen.

●	 Otra recomendación de política pública es avanzar hacia una definición, regulación 
y puesta en práctica de las compras públicas sostenibles o CPS, como parte de una 
agenda común e integradora de todo el sector público, basada en reconocer el poder 
de los negocios (de las empresas BIC) en la consecución de objetivos sociales y am-
bientales. Creemos que las CPS permitirían aportar a la transparencia de las empresas 
que participan en las licitaciones públicas y a potenciar el cuarto sector. No obstante, 
un sistema de CPS debe diseñarse cuidadosamente y ser una política pública aplicable, 
luego de haberse logrado afianzar en el mercado la categoría BIC y de haberse demos-
trado su eficiencia y eficacia. La idea es prevenir el mal uso tanto de las CPS como de 
la nueva sociedad BIC, y garantizar su idoneidad mediante la medición objetiva de sus 
impactos positivos.

●	 Con la aprobación de la Ley BIC, se abren las puertas para convocar a dos sectores 
importantes que podrán colaborar con el empresariado y los emprendedores perua-
nos. Nos referimos, en primer lugar, a la cooperación internacional, que seguramente 
evaluará considerar a las empresas BIC que aportan al cumplimiento de las ODS e inte-
grarlas en proyectos e iniciativas que normalmente se encuentran dirigidos a organi-
zaciones sin fines de lucro. En segundo lugar, el sector de inversiones, banca y seguros 
podrá construir paquetes de inversión de impacto que incluyan a las empresas BIC. 

●	 COFIDE podría también ser un ente importante para el desarrollo del cuarto sector. En 
efecto, los sectores estratégicos de la economía peruana, como el agrícola, textil, 
energético, pesquero, forestal, turístico, culinario y otros más podrían ser evaluados 
por COFIDE como protagonistas de un proceso de cambio, en la forma de organizar los 
modelos de negocios, para incluir en ellos fines sociales y ambientales adoptando la 
figura de la sociedad BIC. 

62	 http://www.congreso.gob.pe/congresistas2016/AlbertodeBelaunde/ 
63	 http://www.congreso.gob.pe/departamentocomisiones/comisiones/especiales/
64	 https://comunicaciones.congreso.gob.pe/noticias/aprueban-por-unanimidad-plan-de-trabajo-de-la-
	 comision-especial-de-cambio-climatico/

Un sistema de CPS debe diseñarse cuidadosamente 
y ser una política pública aplicable, luego de haberse 
logrado afianzar en el mercado la categoría BIC y de 
haberse demostrado su eficiencia y eficacia.
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Hoja de ruta

SUNARP

PRODUCE

PRODUCE, MINJUS, 
INDECOPI y otras 
entidades, 
gobiernos 
regionales
y locales

PRODUCE, MINJUS, 
INDECOPI y otras 
entidades,
operadores 
del derecho 
(abogados, 
notarios y otros)

Regulación de la 
inscripción o anotación de 
la categoría societaria BIC 
en el Registro de Personas 
Jurídicas de la SUNARP

Inclusión de las sociedades 
BIC a las opciones jurídicas 
disponibles en sus distintos 
programas y proyectos

Promoción de la Ley BIC y 
su reglamento entre las 
autoridades regionales y 
locales

Promoción de la Ley BIC y 
su reglamento

Desarrollar lineamientos y 
directivas para la inscripción de las 
sociedades BIC.

Socializar los lineamientos y 
directivas en coordinación con las 
autoridades que reglamentan la 
Ley BIC.

Actualizar el convenio del 
Programa Nacional Tu Empresa con 
SUNARP, con miras a promover las 
sociedades BIC como opción para 
los emprendedores.

Identificar otros concursos, 
programas o iniciativas estatales 
que se puedan incluir como opción 
a las sociedades BIC.

Promover la importancia de la 
participación de las sociedades 
BIC en la implementación de la hoja 
de ruta de economía circular en el 
sector industrial.

Desarrollar eventos, seminarios, 
conversatorios y espacios 
educativos, en los cuales se pueda 
compartir información sobre la Ley 
BIC y sus beneficios.

Elaborar materiales didácticos 
que permitan conocer 
la importancia de la Ley 
BIC, así como promover 
el reconocimiento de las 
sociedades BIC.

Desarrollar eventos, seminarios, 
conversatorios y espacios 
educativos en los cuales se pueda 
compartir información sobre la Ley 
BIC, inscripción de sociedades BIC 
y otros temas relevantes.

Directiva 
que aprueba 
lineamientos para el
registro de 
sociedades BIC en 
SUNARP

Convenio 
actualizado y listado 
de concursos, 
programas o 
iniciativas

Reportes de 
eventos y 
publicación de 
materiales en 
soporte físico o 
digital

Reportes de 
eventos y 
publicación de 
materiales en 
soporte físico o 
digital

Autoridades/
actores 
estratégicos

Objetivos Actividades Productos
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1 
a

ñ
o

Autoridades/
actores 
estratégicos

Objetivos Actividades Productos

PRODUCE,  MINJUS, 
MINCETUR, 
MINAM y otros 
ministerios

Fomento de los beneficios 
de la Ley BIC y su 
reglamento aprobado

  

PRODUCE: Desarrollo 
de oportunidades para 
realizar actividades con 
sociedades BIC

MINAM: Desarrollo de 
oportunidades para 
realizar actividades con 
sociedades BIC

Elaborar materiales didácticos que 
permitan conocer la importancia 
de la Ley BIC, así como promover la 
inscripción de las sociedades BIC 
en SUNARP.

Desarrollar eventos, seminarios 
y conversatorios, en los cuales 
se pueda compartir información 
sobre la Ley BIC y sus beneficios.

Elaborar materiales de difusión 
sobre la importancia de la Ley BIC y 
sus beneficios.

Evaluar los programas de 
promoción que dirigen PRODUCE 
y otros sectores productivos, 
para definir la forma de integrar 
a las sociedades BIC en el ámbito 
de sus respectivas políticas 
de promoción de desarrollo 
productivo y generación de 
empleo.

Desarrollar lineamientos que 
orienten a los emprendedores 
para identificar su propósito y 
ofrecer un portafolio de iniciativas 
que les permitan generar alianzas 
estratégicas con entidades públicas 
y otros aliados. 

Promover financiamientos y 
oportunidades con la cooperación 
internacional, en el marco de la 
consolidación de un portafolio de 
impacto que se nutra del trabajo de 
las sociedades BIC.

Desarrollar estudios y promover 
la difusión de las conexiones que 
pueden existir entre las sociedades 
BIC y los compromisos asumidos 
por el país en materia de ODS, así 
como para el cumplimiento de 
medidas de adaptación y mitigación 
al fenómeno del cambio climático, 
asumidas en el marco del Acuerdo 
de París, la Convención Marco 

Reportes de 
eventos y 
publicación de 
materiales en 
soporte físico o 
digital

Difusión de los 
beneficios e 
importancia de la 
Ley BIC 

N.A.

Estudios 
desarrollados
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5 
a
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INDECOPI

Entidades 
bancarias y otras 
similares

Ministerios y 
organismos 
adscritos,
gobiernos 
regionales
y locales

Universidades, 
centros de 
investigación y 
otros similares

Regulación de la pérdida 
de categoría jurídica 
societaria por infracciones 
a las normas de libre 
competencia y defensa del 
consumidor

Promoción del diseño de 
productos financieros 
que incentiven la inversión 
en sociedades BIC o en 
proyectos liderados 
por ellas 

Desarrollo de lineamientos 
generales de las compras 
sostenibles

Fomento de la 
investigación y publicación 
de estudios sobre el cuarto 
sector de la economía 

de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático y la Convención de 
Diversidad Biológica. 

Desarrollar eventos y talleres con 
funcionarios de INDECOPI para 
explicar los alcances de la Ley BIC.

Capacitar al sector empresarial 
sobre las conexiones entre las  
normas de libre competencia 
y defensa del consumidor y el 
sistema de infracciones, que serán 
aplicadas a las sociedades BIC que 
incumplan la Ley BIC.

Desarrollar eventos, seminarios 
y conversatorios en los cuales 
se pueda compartir información 
sobre la Ley BIC y sus beneficios. 

Difundir casos internacionales con 
productos financieros diseñados 
para promover las inversiones en 
sociedades BIC (el caso de la 
banca ética).

Capacitar sobre las compras 
sostenibles lideradas por 
autoridades gubernamentales.

Implementar programas o 
proyectos que permitan integrar 
a las sociedades BIC en compras 
sostenibles. 

Realizar eventos de difusión en los 
que se compartan experiencias 
nacionales e internacionales 
de compras sostenibles que 
involucren sociedades BIC.

Realizar eventos, seminarios 
y conversatorios en los 
cuales se pueda compartir 
información sobre el desarrollo y 
potencialidades del cuarto sector.

Diseñar e implementar programas 
de becas y financiamiento para 
la investigación sobre el cuarto 
sector.

Reporte de eventos

Reporte de 
capacitaciones

Normativa sobre 
medida correctiva 
de pérdida de la 
categoría BIC

Reporte de eventos

Reporte de 
capacitaciones

Reporte de eventos

Autoridades/
actores 
estratégicos

Objetivos Actividades Productos
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Siglas y acrónimos

CIES	 Consorcio de Investigación Económica y Social
CIUP	 Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico
CPS	 Compras públicas sostenibles
EGPP-PUCP	 Escuela de Gobierno y Políticas Públicas
	 de la Pontificia Universidad Católica del Perú
FEM	 Foro Económico Mundial
GEI	 Gases de efecto invernadero
IEP	 Instituto de Estudios Peruanos	
INDECOPI	 Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
	 Protección de la Propiedad Intelectual
Ley BIC	 Ley de la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo
LGS	 Ley General de Sociedades
MEF	 Ministerio de Economía y Finanzas
MINAM	 Ministerio del Ambiente
MINCETUR	 Ministerio de Comercio Exterior y Turismo
MINJUS	 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
MIPYME	 Micro, pequeña y mediana empresa
ODS	 Objetivos de Desarrollo Sostenible
PUCP	 Pontificia Universidad Católica del Perú
PNUD	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
PRODUCE	 Ministerio de la Producción
Proyecto de Ley BIC	 Proyecto de ley que regula las sociedades 
	 de beneficio e interés colectivo
SBS	 Superintendencia de Banca, Seguros y AFP
SEGIB	 Secretaría General Iberoamericana
Sociedad BIC 	 Sociedades de Beneficio e Interés Colectivo	
SUNARP	 Superintendencia Nacional de los Registros Públicos
SUNAT	 Superintendencia Nacional de Aduanas y 
	 de Administración Tributaria
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Anexo: Normas revisadas

Legislación peruana:

Ley N.º 31072, Ley de la Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo (Sociedad BIC)

Ley N.º 30754, Ley Marco sobre Cambio Climático

Ley N.° 30230, Ley que Establece Medidas Tributarias, Simplificación de Procedimientos y 
Permisos para la Promoción y Dinamización de la Inversión en el País

Ley N.º  29783, Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo

Ley N.º 29751, Código de Protección y Defensa del Consumidor

Ley N.° 26887, Ley General de Sociedades

Decreto de Urgencia N.º 052-2020, mediante el cual se aprueba el bono denominado “Yo 
me quedo en casa”, que se otorga como subsidio monetario en el marco de la emergencia 
sanitaria por COVID-19

Decreto Legislativo N.º 1455, mediante el cual se crea el Programa Reactiva Perú

Decreto Legislativo N.º 85, mediante el cual se aprueba la Ley General de Cooperativas

Decreto Supremo N.º 004-2021-PRODUCE, mediante el cual se aprueba el Reglamento de la 
Ley N.º 31072

Decreto Supremo N.º 080-2020-PCM, mediante el cual se establecieron las fases para la 
reanudación de actividades económicas en forma gradual y progresiva que permitieron la 
activación de algunos sectores

Decreto Supremo N.º 008-2020-SA, mediante el cual se declaró el estado de emergencia 
sanitaria con el dictado de medidas de prevención y control de la COVID-19

Decreto Supremo N.º 003-2020-PRODUCE, mediante el cual se aprueba la hoja de ruta hacia 
una economía circular en el sector industrial

Decreto Supremo N.º 044-2020-PCM, mediante el cual se declaró el estado de emergencia 
nacional por el brote de COVID-19

Decreto Supremo N.º 237-2019-EF, mediante el cual se aprueba el Plan Nacional de Compe-
titividad y Productividad 

Decreto Supremo N.º 013-2019-MINAM, mediante el cual se aprueba el Reglamento de la Ley 
Marco sobre Cambio Climático

Decreto Supremo N.º 074-90-T, mediante el cual se aprueba el Texto Único Ordenado de la 
Ley General de Cooperativas.

Resolución Ministerial N.º 012-2021-PRODUCE, mediante la cual se dispone la publicación del 
proyecto de decreto supremo que aprueba el Reglamento de la Ley N.º 31072, Ley de la So-
ciedad de Beneficio e Interés Colectivo (Sociedad BIC), y su exposición de motivos en el 
portal institucional del Ministerio de la Producción (www.gob.pe/produce)
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Legislación ecuatoriana:

Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación y su reglamento (Decreto N.º 1113)

Legislación colombiana:

Ley N.º 1901, por medio de la cual se crean y desarrollan las sociedades comerciales de 
beneficio e interés colectivo (BIC) y su reglamento (Decreto N.º 2046)
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